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Anexo 1. Estados Financieros
Doctora 

CELINEA OROSTEGUI DE JIMENEZ  
Directora Ejecutiva de Administración Judicial
Consejo Superior de la Judicatura
Bogotá, D.C.
La Contraloría General de la República, con fundamento en las facultades otorgadas en el artículo 267 de la Constitución Política, practicó auditoría al Consejo Superior de la Judicatura – Rama Judicial, a través de la evaluación de los principios de la gestión fiscal: economía, eficiencia y eficacia con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión en las áreas, actividades o procesos examinados, el examen del Balance General al 31 de diciembre de 2014 y el Estado de Actividad Financiera, Económica y Social por el año terminado en esa fecha.  Los estados financieros fueron examinados y comparados con los del año anterior, los cuales fueron auditados por la Contraloría General de la República.  La auditoría incluyó la comprobación de que las operaciones financieras, administrativas y económicas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables. Asimismo, se evaluó el Sistema de Control Interno. 

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada por la Entidad y analizada por la Contraloría General de la República. Igualmente, es responsable por la preparación y correcta presentación de los estados contables de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia y prescritos por la Contaduría General de la Nación.
La responsabilidad de la Contraloría General de la República consiste en producir un informe que contenga el pronunciamiento sobre el fenecimiento o no de la Cuenta, con fundamento en la evaluación de la gestión y resultados (control de gestión, de resultados, financiero, opinión sobre la razonabilidad de los estados financieros, legalidad y control interno) obtenidos por la administración de la Entidad en las áreas y/o procesos auditados. 

El representante legal del Consejo Superior de la Judicatura, rindió la cuenta consolidada por la vigencia fiscal del año 2014, dentro de los plazos previstos en la Resolución 7350 de 2013.
La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con normas de auditoría gubernamental colombianas compatibles con las normas internacionales de auditoría y con políticas y procedimientos prescritos por la Contraloría General de la República, que requieren que la auditoría se planifique para obtener una seguridad razonable de si los estados financieros están libres de errores e inconsistencias significativas. La auditoría incluye examinar, sobre una base selectiva, la evidencia que soporta las cifras, las revelaciones en los estados financieros, los documentos que soportan la gestión y los resultados de la Entidad y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del sistema de control interno. 

Los procedimientos de auditoría seleccionados dependen del criterio profesional del auditor, incluyendo su evaluación de los riesgos de errores significativos en los estados financieros y de la gestión y resultados de la Entidad. En la evaluación del riesgo, el auditor considera el control interno de la Entidad relevante para el propósito de diseñar procedimientos de auditoría apropiados. La auditoría también tiene como objetivo evaluar, los principios de contabilidad utilizados y las estimaciones contables significativas hechas por la administración, así como la presentación general de los estados financieros. Consideramos que la auditoría proporciona una base idónea para expresar nuestro concepto y la opinión.
La auditoría incluyó el examen de los siguientes macroprocesos: Planes, programas, proyectos y  eventos extraordinarios, es decir, procesos de ejecución, seguimiento y monitoreo, resultados e impacto; Gestión de adquisición de bienes y servicios esto es, procesos de ejecución contractual, supervisión e interventoría; Gestión financiera, presupuestal y contable, es decir, gestión de cobro, ejecución y cierre del presupuesto, y reconocimiento y revelación de los estados contables; Gestión de defensa judicial con los procesos: acción de repetición y análisis del riesgo jurídico; y, Gestión de las tecnologías de información esto es, los procesos sistemas de información y adquisición de bienes y servicios informáticos.
En el trabajo realizado no se presentaron limitantes de auditoría que afectaran el alcance de la misma. 

Los hallazgos se dieron a conocer oportunamente a la Entidad dentro del desarrollo de la auditoría, las respuestas de la administración fueron analizadas. 

1.1 EVALUACION DE GESTIÓN Y RESULTADOS
La evaluación de la gestión y resultados se fundamenta en los sistemas de control de: Gestión, Resultados, Legalidad, Financiero y Control Interno, los cuales contemplan las variables que son verificadas y calificadas por el equipo auditor.

Con base en el resultado de la auditoría adelantada y las conclusiones y hallazgos expuestos a lo largo del informe, la Contraloría General de la República conceptúa la gestión y resultados de la Entidad auditada es desfavorable, soportado en una calificación de 65/100.

1.1.1 Control de Gestión: 
La calificación obtenida en este componente fue de 83/100
El análisis efectuado a los procesos administrativos, indicadores, gestión presupuestal y contractual y prestación de bienes y servicios, evidencia debilidades en la planeación, control y ejecución de la ejecución presupuestal y contractual, en la confiabilidad de la información que soporta los resultados del Plan de Acción y la oportunidad en la entrega de las obras y bienes tecnológicos.
1.1.2 Control de  Resultados:
La calificación del componente de control de resultados fue de 87/100
Este componente se vio afectado especialmente por debilidades en el control y seguimiento al cumplimiento de las metas establecidas en el Plan de Acción y en el cumplimiento de los proyectos programados en el Plan Estratégico, en lo relacionado con la modernización tecnológica y de la infraestructura física de la Rama Judicial.
1.1.3. Control de Legalidad  
La calificación de este componente fue de 84/100
La normatividad que regula los procesos administrativos, presupuestal, contractual y de defensa judicial, en términos generales es cumplida por la entidad, sin embargo existen debilidades en la aplicación de la normatividad relacionada con la reserva presupuestal y el seguimiento a los contratos de obra y modernización tecnológica.
1.1.4 Control Financiero

1.1.4.1 Opinión sobre la Razonabilidad de los Estados Contables
Opinión Negativa
Conforme a lo establecido en la Guía de Auditoría adoptada con Resolución 6368 de 2011 y en atención a lo expuesto en los hallazgos contables, los estados financieros del Consejo Superior de la Judicatura, no presentan razonablemente, en los aspectos contables, la situación financiera de la Entidad a 31 de diciembre de 2014 y el resultado de sus operaciones por el año que terminó en esta fecha, de conformidad con los principios y normas prescritas por las autoridades competentes y los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia y prescritos por el Contador General de la Nación.
El Balance General a 31 de diciembre de 2014 del Consejo Superior de la Judicatura, presentó activos por $21.922.211 millones y pasivos por $2.451.490 millones, dentro de los cuales se evidenciaron subestimaciones por $56.761 millones y sobrestimaciones por $4.362.681 millones, para un total de inconsistencias por $4.419.443 millones que equivalen al 20% del total de activos.  
Las inconsistencias fueron generadas especialmente en el registro en el activo de cartera prescrita, deficiencias en el cálculo de la provisión de los procesos en contra, falta de inventario físico y depuración de las cuentas propiedad planta y equipo y anticipos. De igual manera, se determinó incertidumbre en la cuenta Deudores - Intereses de cartera por $6.385.004 millones.
1.1.5 Evaluación del Control Interno
La calificación del de control interno consolidado fue de 1,58 que para la evaluación de la Gestión y Resultados equivale al 70, que corresponde a “Con deficiencias”.

La evaluación de la calidad y eficiencia del control interno de la Entidad, permiten manifestar que en términos generales los controles implementados para los procesos auditados existen, se aplican pero presentan deficiencias o debilidades, detectadas durante el proceso auditor y mencionadas en este informe.

1.2 FENECIMIENTO DE CUENTA
Con base en la calificación de 65,2 obtenida en la evaluación de la Gestión y Resultados, la Contraloría General de la República No Fenece la cuenta del Consejo Superior de la Judicatura por la vigencia fiscal 2014.
1.3 RELACIÓN DE HALLAZGOS
En desarrollo de la presente auditoría, se establecieron 84 hallazgos administrativos, 12 con presunta connotación disciplinaria. Ninguno con presunta incidencia fiscal o penal.
De igual manera, se determinó un beneficio de auditoría de la Gerencia Antioquia, por $19.7 millones correspondiente al reintegro del valor del Contrato 375 de 2014 ya que se suscribió el Acta Final de Obra sin que el contratista hubiera cumplido una parte de sus obligaciones.
1.3.1 Elaboración plan de mejoramiento
La Entidad deberá suscribir y presentar Plan de Mejoramiento para los hallazgos incluidos en el presente informe conforme a lo establecido en Resolución 7350 de 2013, deberá registrarlo en el Sistema de Rendición de la Cuenta e Informes – SIRECI. El plazo máximo para el cargue de este Plan en el Sistema, es de 20 días hábiles contados a partir de la recepción del presente informe. La Contraloría General de la República no emite pronunciamiento sobre dicho Plan, no obstante, es objeto de seguimiento en el próximo proceso auditor a la Entidad.
Bogotá, D. C,

IVONNE DEL PILAR JIMÉNEZ GARCÍA  

Contralora Delegada para el Sector Defensa, Justicia y Seguridad

Luis Francisco Balaguera Baracaldo – Director de Vigilancia Fiscal

Nilza Etelvina Bernal Lizcano - Supervisor

Sandra Liliana Aragón Trujillo - Responsable de Auditoría

Equipo auditor

2. RESULTADO DE AUDITORIA
2.1 EVALUACIÓN DE LA GESTIÓN Y RESULTADOS

La Contraloría General de la República como resultado de la auditoría adelantada, conceptúa que la gestión y resultados del Consejo Superior de la Judicatura por la vigencia 2014 es Desfavorable, con una calificación de 65,3 resultante de ponderar los componentes que se relacionan en los cuadros 1 y 2.
Cuadro 1. Calificación de la Gestión del CSJ - CONSOLIDADA 
[image: image12.png]Contratos Muestra
Seccional
Cantidad Valor Cantidad % Valor %
Nivel Central 150 134.685| 20 13% 90.196 67%|
Medellin 385 19.955] 32 8% 8.247 41%|
Cali 132 8.579 24 18% 5.964 70%|
Villavicencio 101 3.852] 32 32% 3.064 80%
L
Totales 768 167.071 108 14% 107.471 64%





Nota: El peso del presupuesto fue utilizado para ponderar la calificación de los puntos de control.
Cuadro 2. Calificación de la Gestión - NIVEL CENTRAL
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CALIFICACIÓN DE LA GESTIÓN Y RESULTADOS PONDERADA
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2.1.1. Control de Gestión

La Contraloría General de la República evaluó la eficiencia y la eficacia de los procesos administrativos, indicadores, gestión presupuestal y contractual y la prestación del servicio del Consejo Superior de la Judicatura. La evaluación arrojó los resultados que se presentan a continuación.
2.1.1.1 Procesos Administrativos 

2.1.1.1.1. Macroproceso Gestión de las Tecnologías de Información 
Proceso sistemas de información y Adquisición de Bienes y Servicios

Durante el cuatrienio 2011-2014 la Entidad contó con recursos por $336.000 millones para “Incrementar la cobertura y disminuir la obsolescencia tecnológica en los despachos judiciales del país y la actualización y modernización de los sistemas de información tanto judiciales como administrativos”, los cuales fueron evaluados durante la presente auditoría través de los Contratos No. 06, 54, 65, 135, 145 y Acuerdo Especial 01 de 2014, y 167, 197, 198, 207 y 257 de 2013.  
Los resultados del macroproceso que hacen parte del presente informe, evidencian que a pesar de la inversión de recursos en tecnología, la entidad no ha logrado los resultados esperados debido a la proliferación de tecnología heterogénea que aumentó a largo plazo los costos de mantenimiento, administración, energéticos y ambientales, dificulta la interoperabilidad, genera reprocesos y dificulta la consolidación de la información.
Resultados Nivel Central

Hallazgo No. 1. Gobierno de TI  
El artículo 01 de la Ley 1341 de 2009
 en su objeto determinó, para la vigencia evaluada, el marco general para la formulación de las políticas públicas que regirán el sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones
. No obstante, se evidenciaron las siguientes debilidades de Gobierno TI:

Los procesos misionales se soportan en diversos aplicativos que aún no se interrelacionan ni interoperan, de esta forma, parte de la información es incoherente cuando se cuantifican datos detallados de operación (Sistema Justicia Siglo XXI) con estadísticas de producción de esa misma operación (Sistema SIERJU). 
No existen actos administrativos mediante que incorporen las políticas de TI a los procesos y procedimientos misionales, como tampoco guías e instructivos para el usuario final. De otro lado, no se han implementado controles basados en TI. 
La inversión de recursos económicos en la implementación de servicios tecnológicos en la Rama Judicial no ha cumplido con el principio de economía, eficacia, eficiencia consignado en el artículo 3º de la Ley 489 de 1998.
Hallazgo No. 2. Registro de activos en software de inventarios 
El artículo 04 de la Ley 87 de 1993 “Por la cual se establecen normas para el ejercicio del control interno en las entidades y organismos del Estado (…)” define entre los elementos para el sistema de control interno, el “i) Establecimiento de sistemas modernos de información que faciliten la gestión y el control”

No obstante se evidencian activos, registrados en el sistema SAFIRO, que no cuentan con identificación, esto es: 38.663 elementos no tienen marca (20%), 58.335 no cuentan con número de serie (24%) y 72.571 con modelo (30%) del total de elementos registrados en las 22 seccionales.
El CSJ ha adquirido licencias de software que no ha incluido en los inventarios, correspondientes a licencias de Microsoft Sharepoint, Microsoft RDS, Microsoft Office, CICERO, Sistemas UNIX, Software de Virtualización, software Antivirus, software de seguridad informática, igual sucede con los sistemas de información, SICOF, Depósitos Judiciales, ENDECA, SAIDOJ, KACTUS, CUMPLISENT, SIGEDC, ADALET, SARJ, y TABLERO DE CONTROL, y los aplicativos Campus Virtual EJRLB, Aula Virtual EJRLB, Software de Gestión Educativa, Logística y Observatorio.

La subutilización o deficiente utilización del software SAFIRO no permite la identificación plena de los elementos del inventario. Esta situación se debe a deficiencias en el control de los almacenes para el adecuado registro de los bienes en el sistema en el momento de su recepción. Asimismo a la falta de, depuración de la base de datos SAFIRO y establecimiento de procedimientos documentados que estandaricen la administración de los bienes. 

Hallazgo No. 3. Adquisición, instalación y utilización de UPS 
El artículo 03 de la Ley 80 de 1993 De los Fines de la Contratación Estatal, “Los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines”.

La Entidad suscribió el Contrato 198 de 2013, cuyo objeto es “Adquirir Unidades de suministro ininterrumpidas de potencia (UPS), tendiente a la modernización del parque tecnológico de la Rama con destino a los despachos judiciales y administrativos a nivel nacional” por $7.803,1 millones para el suministro e instalación de 499 UPS distribuidas en las 22 seccionales. Las UPS cuentan con una garantía de 3 años y las respectivas baterías, 2 años. 
La cláusula segunda del contrato, “De las obligaciones a cargo del contratista”, determina que debe: “1. Entregar al CSJ los bienes adquiridos objeto del contrato respectivo, en las cantidades, lugares, características técnicas, en la forma y términos del anexo 01, y 8. Instalar y dejar funcionando correctamente los equipos objeto del contrato”. En la cláusula 5 determina que el supervisor debe exigir al contratista el cumplimiento del contrato y la totalidad de las obligaciones contenidas. Sin embargo, se presentaron las siguientes situaciones:
a) Dentro de las condiciones se estableció la entrega de UPS que cumplieran con el protocolo SNMP
 así como el software para efectuar el monitoreo constante y periódico. Se observa que a la fecha el software
 fue entregado, pero no se ha podido utilizar debido a que 94 UPS no cuentan con puntos de red, de 10, 20, 30, 40, 60 y 80 KVA con un costo de $5.342,5 millones, que representan en cuantía, el 68,5% del valor del contrato.
La carencia de los puntos de red no permite que el software se ponga en uso de acuerdo a las especificaciones incluidas en el contrato, dificulta la solicitud oportuna de mantenimiento correctivo y el monitoreo inmediato sobre el preventivo, genera riesgo de no detectar defectos de funcionamiento de los bienes adquiridos, y detectar eventualidades que pueden poner en riesgo la inversión efectuada por la Rama Judicial, o por los equipos que se están respaldando con las UPS. 

b) El numeral 8 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993 expone: “Los contratistas responderán y la entidad velará por la buena calidad del objeto contratado”. Se encontró una UPS de 80 KVA adquirida para brindar servicio a la Corte Constitucional en el Palacio de Justicia de Bogotá. Esta UPS adquirida por $143,9 millones, presenta rayones en la pintura electrostática que recubre su chasis, ocurrido durante su traslado hasta el piso 10 del Palacio de Justicia
. 
Esta situación por debilidades de supervisión en la recepción de los bienes. El recibo de los bienes sin las condiciones de calidad requeridas genera el riesgo de que el defecto no sea corregido, a pesar de que el contrato está en ejecución.
Hallazgo No. 4. Uso de licenciamiento de Microsoft Sharepoint  

La entidad suscribió y ejecutó el Contrato No. 259 de 2013 cuyo objeto es “Adquirir el licenciamiento de software de Microsoft Sharepoint, necesario para el manejo de la única Intranet Institucional, por parte de los usuarios a Nivel Nacional” por $3.999.9 millones, con lo cual se adquirieron para la Rama Judicial: 8.000 licencias de Microsoft Sharepoint Ent CAL LicSAPk OLP NL Gov DvcCAL, 4 licencias de Microsoft Sharepoint Svr LicSAPk OLP NL Gov, 8.000 licencias Microsoft Sharepoint Std CAL LicSAPk OLP NL Gov DvcCAL, 4 Licencias SQLSvrEntCore LicSAPk OLP 2 Lic NL Gov Core Lic Qlfd y 4 Licencias WinSvrDataClr LicSAPk OLP NL Gov 2Proc Qlfd. Con la adquisición del licenciamiento se buscó la creación de una Intranet Unificada para toda la Rama Judicial. 

A 31 de diciembre de 2014, la Intranet Institucional solo se encontraba implementada en la DEAJ y en la Dirección Seccional Medellín, con lo cual no se alcanzaron los objetivos propuestos por la Entidad en los estudios previos que motivaron la adquisición del software, evidenciando debilidades de la oficina de informática en la coordinación, implementación y capacitación de los usuarios cuyas funciones fueron establecidas en el Acuerdo 382 de 1998.
Hallazgo No. 5. Adquisición de licenciamiento de Microsoft Sharepoint 
El Acuerdo 382 de 1998, Manuales de Funciones de la Unidad de Informática, establece entre otras: “Coordinar la planeación, el uso y la evaluación de los sistemas de información, … diseñar, evaluar y dar informes sobre los programas informáticos a nivel nacional”

La Entidad adquirió el licenciamiento de software de Microsoft Sharepoint mediante el Contrato No. 259 de 2013. Posteriormente, suscribe el Contrato No.065 de 2014, donde incluyó, dentro de las especificaciones técnicas, una solución basada en el mismo software adquirido con anterioridad, lo que incrementó su valor.
A pesar que la entidad firmó un otrosí el 30 de diciembre de 2014 indicando una reducción del costo del contrato por este software, existe riesgo de efectuar pagos por un licenciamiento que ya se posee o de no efectuar los descuentos al valor del Contrato No. 065 de 2014 de una manera proporcional a los estudios de mercado que permitieron determinar el valor estimado de la contratación. 

Hallazgo No. 6. Uso de Licencias de Virtualización para el Sistema Justicia XXI con acceso Web 
El Acuerdo 382 de 1998, Manuales de Funciones de la Unidad de Informática, establece entre otras: “Supervisar dentro del ámbito de competencia el desarrollo de los proyectos y el estricto cumplimiento de la ejecución y funcionamiento de los programas informáticos (…) apoyar los planes y programas de capacitación”.
Mediante el Contrato 246 de 2013, la entidad adquirió un sistema para la virtualización del sistema “Justicia XXI” con acceso WEB, por $470 millones. Una de las obligaciones del contratista fue: “Entregar un software de virtualización de 1.000 licencias para máquinas cliente que permite la generación de escritorios virtuales o virtualización del aplicativo en si donde se tendría acceso a los ejecutables del sistema y que operarían en una base de datos centralizada.” 
El Contrato tuvo su origen en la necesidad de ampliar la cobertura del Sistema Justicia XXI de 110 municipios de Colombia a la totalidad de despachos judiciales para la implementación del Código General del Proceso. A pesar de la ejecución del contrato por el cual se instaló y configuró el equipo servidor para el despliegue de los escritorios remotos, la cobertura sigue siendo la inicial.

Lo anterior por decisión de la Sala Administrativa de suspender los cronogramas de implementación del Código General del Proceso, esto mediante Acuerdo PSAA14 -10155 de 28 de mayo de 2014 generando riesgo de desactualización y obsolescencia de los bienes adquiridos. 
Hallazgo No. 7. Existencia de Bienes (D) 
La entidad adquirió un sistema de información para el manejo de los inventarios denominado SICOF, en consecuencia, surtió un proceso de migración de datos desde el sistema SAPHIRO al nuevo software. 
A cambio de una migración al 100%, las Unidades de almacén de la Rama Judicial han creado bodegas virtuales para clasificar los activos como la denominada “Bodega en Tránsito”, que agrupa 10.086 elementos por valor de $6.974,6 millones, que representan el 21,47% del total de los activos tecnológicos en proceso de averiguación, es decir, elementos que hacen parte del inventario pero sobre los que el Almacén no tiene certeza de su ubicación física. Es así como, durante el proceso de migración, la entidad ha encontrado elementos asignados a funcionarios que ya no pertenecen a la entidad o a centros de costo que ya no tienen vigencia. 

Lo anterior situación se genera ante la falta de realización de inventario físico a 31 de diciembre de cada año, con el riesgo de que estos elementos se hayan perdido y que las condiciones de la póliza de seguros no amparen su restitución económica a la Rama Judicial. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.  

Hallazgo No. 8. Hojas de vida de equipos
El artículo 02 de la Ley de 1993 tiene entre los objetivos del Sistema de Control Interno, “e) Asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”. No obstante, la Rama Judicial no posee Hojas de vida de equipos completas y actualizadas, de la infraestructura, los sistemas de información y las sedes, por lo que no puede determinar con exactitud estado actual de los elementos tecnológicos, aunque se han contratado servicios de mesa de ayuda y que incluyen dentro de sus obligaciones estas responsabilidades. 

Lo anterior por falta de procedimientos documentados, adoptados e institucionalizados para la incorporación, instalación, registro en inventarios, hoja de vida e ingreso de los nuevos sistemas de información a la Rama Judicial en forma oportuna es decir cuando son recibidos producto de un contrato o desarrollados internamente. 

Hallazgo No. 9. Centros de Cableado y Comunicaciones 

A pesar que la entidad cuenta con un contrato de aseo, la visita de la auditoría a los centros de cableado eléctrico y UPS del Palacio de Justicia en la ciudad de Bogotá evidenció que no existen condiciones óptimas de aseo en estas instalaciones. Adicional, la entidad no tiene dispuestos, sitios adecuados de almacenamiento de elementos de carácter combustible, generando riesgo de incendio. 

Esta situación sucede por debilidades en la identificación de riesgos que pueden afectar la integridad de equipos y personas, así como debilidades en la supervisión e interventoría de los contratos de aseo y mesa de ayuda. Lo anterior inobserva lo consignado en el literal f) del artículo 02 y e) del artículo 04 de la Ley 87 de 1993.

Proceso Gestión de Residuos Tecnológicos
Hallazgo No. 10. Disposición Final Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) (D)

La Ley 1672 de 2013
 en el artículo 6° De las responsabilidades y obligaciones, expone frente al usuario o consumidor: a) Los usuarios de aparatos eléctricos y electrónicos deberán entregar los residuos de estos productos, en los sitios que para tal fin dispongan los productores o terceros que actúen en su nombre. Adicional, el artículo 15 de la Resolución 1512 de 2010 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible – MADS acerca de las obligaciones de los consumidores expone: “Para efectos de aplicación de los Sistemas de Recolección Selectiva y Gestión Ambiental de Residuos de Computadores y/o Periféricos, son obligaciones de los consumidores las siguientes: a) Retornar o entregar los residuos de computadores y/o periféricos a través de los puntos de recolección o los mecanismos equivalentes establecidos por los productores”

Para el efecto, productores, fabricantes, importadores, distribuidores, y/o comercializadores de computadores y/o periféricos, y la ANDI (Asociación Nacional de Empresarios de Colombia), atendiendo la iniciativa del Gobierno Nacional de impulsar la responsabilidad social corporativa, y dando cumplimiento a lo establecido en la Resolución en mención, integraron un colectivo denominado EcoCómputo, para la recolección selectiva y gestión ambiental de residuos de computadores y/o periféricos. Es de anotar que este gestor se encarga de la revisión, reacondicionamiento -si es posible- y nueva asignación a organizaciones no gubernamentales.

No obstante, el 25 de marzo de 2014, con Resoluciones 2738, 2739 y 2740 se dieron de baja muebles y enseres y equipos de cómputo y comunicación por $773.5 millones que aún permanecen en la bodega del Consejo Superior de la Judicatura sin que se entreguen al gestor de residuos de aparatos eléctricos y electrónicos (RAEES).

Adicional, el Acuerdo No. 200 de 1996 “Por el cual se adopta el Manual de Procedimientos Administrativos y mecanismos contables para la baja de bienes muebles de propiedad de la Rama Judicial” -modificado por el Acuerdo No. 2921 de 2005-, en su Capítulo III “Destino de los bienes”, no guarda coherencia con las normas citadas sobre disposición final de residuos eléctricos y electrónicos. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.  
Hallazgo No. 11. Disposición final de residuos peligrosos (D)

La Ley 1252 de 2008
 y el Decreto 4741 de 2005
 tienen entre otros objetos, proveer la disposición de los residuos peligrosos generados dentro del territorio nacional y regular el manejo de los residuos o desechos generados, con el fin de proteger la salud humana y el ambiente. En este sentido, la auditoría advirtió que la Entidad no cuenta con un procedimiento o directriz para la disposición final o entrega al “receptor” de los toner usados. Se anota también, que la empresa gestora de residuos peligrosos -para el caso toner-, autorizada por la CAR Cundinamarca es “Residuos Ecoeficiencia S.A.” con número de Resolución de Licencia Ambiental número 2216 de 2009, además de los mecanismos de recolección de las empresas fabricantes de estos elementos.

Conforme a la Guía de Gestión Integral de Residuos Peligrosos de la Alcaldía de Bogotá,  2011: “El tóner, también llamado tinta seca, es un polvo seco usado en fotocopiadoras e impresoras láser (…), Se componen de un alto contenido de plástico y metales así como restos de tintas. Tirar el cartucho vacío significa un gran daño para el medio ambiente, además de un despilfarro en materias primas”. El inadecuado manejo y disposición de los tóner, genera exposición a riesgos que comprometen la integridad física del personal que está cerca o manipula estos elementos. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.  
Resultado punto de control - Seccional Medellín
En la evaluación técnica, se verificó el cumplimento de los contratos suscritos por el Nivel Central: 197, 198 y 207 de 2013:

Hallazgo No. 12. Distribución de elementos (D) 

El artículo 05 del Manual de Contratación de la Rama Judicial en su aparte contrato de suministro define como: “el acuerdo de voluntades en el cual una parte se obliga con la otra a la entrega parcial y consecutiva de bienes, durante un tiempo determinado, hasta agotar el valor del contrato”.

· El Contrato 207 de 2013 en su hoja Nº 4 establece en el lote Nº 1 como cantidad mínima de escáneres 516 para la Seccional Medellín, en revisión de entradas de almacén a la fecha (abril 16 de 2015) solo han ingresado 297, faltando por ingresar a esta seccional 219 los cuales están en proceso de ajuste, toda vez que el contrato se encuentra aún en ejecución. Así mismo, en el almacén se encuentran 22 equipos de escritorio y un portátil por entregar a las diferentes dependencias para ser instalados y otros  elementos asignados para la seccional Medellín objeto de este contrato. Adicionalmente, se tienen 232 actas de recibo e instalación, que representan un 10% del total que corresponde aproximadamente a 2.500 elementos. 

· Según Contrato 197 de 2013 se asignaron 47 salas de audiencia Tipo B para esta Seccional, a la fecha falta instalar una sala al “Juzgado Promiscuo de Familia” del Municipio de Cisneros y en cada una de las salas se dejó sin instalar un “Micrófono de delegado”, lo cual consta en las actas de entrega e instalación y según la inspección técnica realizada se encuentra un cumplido de instalación de las 47 salas.

Lo anterior, por debilidades en la supervisión contractual, lo que puede ocasionar ineficiencia de la gestión judicial, incumplimiento a lo pactado en los contratos y posibles pagos por servicios no prestados. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.  

Resultado punto de control - Seccional Cali 

Se evaluó la eficacia y eficiencia en los contratos incluidos en la muestra que guarden pertinencia con el proyecto de inversión "Sistematización de Despachos Judiciales a Nivel Nacional”, Contratos Nº 198 y 207 de 2013 y 145 de 2014.

Hallazgo No. 13. Copia de seguridad de las Salas de Audiencia

Durante visita realizada a las salas de audiencia se evidenció que no se están realizando copias de seguridad de las audiencias. Solo cuando el disco duro de los equipos de las salas de audiencia se queda sin capacidad de almacenamiento, se copian los archivos, a través de la red, en un servidor ubicado en la oficina de informática (con el objetivo de liberar espacio), sin tener una definición formalmente documentada del respaldo de información. El equipo que se utiliza como respaldo de información de las audiencias, tiene una capacidad de almacenamiento de 17,17 TB, de los cuales el 88% se encuentran usados y el 12% disponible.

Lo anterior debido a la falta de controles por parte del área de informática en el desarrollo de los procedimientos de las copias de seguridad y ausencia de dispositivos tecnológicos suficientes y adecuados para el respaldo de la información. Lo que puede conducir a la pérdida de información importante para el cumplimiento de los procesos misionales de la Entidad.

Hallazgo No. 14. Información en el aplicativo Justicia XXI

En el artículo 01 del Acuerdo 1591 de 2002, la Sala Administrativa del CSJ acuerda: “Adoptar el Sistema de Información de Gestión de Procesos y Manejo Documental (Justicia XXI) (…)” y en el artículo 5. “Una vez instalado el sistema de que trata el artículo primero del presente Acuerdo o el módulo o módulos del mismo, su utilización será obligatoria para los servidores judiciales, so pena de las sanciones disciplinarias y administrativas a que haya lugar, como lo disponen la Ley 734 de 2002 y el Acuerdo 1392 de 2002”.

Al consultar la base de datos del aplicativo Justicia XXI, utilizando los módulos de consultas dinámicas y estadística del aplicativo, de 56 juzgados de la Seccional Cali: 18 Juzgados Civil Municipal de Cali, 15 Juzgados Civil de Circuito de Cali, 12 Juzgados laboral de circuito de Cali, 11 juzgados de circuito de familia de Cali, en la vigencia 2014 se evidenció que en promedio:

· Se radicaron por juzgado 750 expedientes, de los cuales el 79% de los procesos se encuentran vigentes y el 21% se encuentran finalizados.

· El 67% de los procesos finalizados se encuentran sin archivar (No se encuentran registrado la actuación archivo definitivo).

· El 4% de los procesos vigentes no tienen registro de actuaciones, es decir solo cuentan con la actuación de radicación.

· El 3% de los procesos archivados no están finalizados, es decir, están vigentes.

Lo anterior debido a la falta de controles de los despachos judiciales en cuanto al deber de tener actualizada la base de datos del aplicativo Justicia XXI, lo cual conduce a deficiencias en cuanto a la veracidad, exactitud y completitud de la información de los procesos radicados en los despachos judiciales.
Hallazgo No. 15. Mayores valores cancelados en nómina (D)  

El Memorando DEAJRH14-6844 de agosto 27 de 2014, de la Rama Judicial del Poder Público-CSJ, determina el proceso de reintegros de nómina por mayores valores cancelados por el reporte de novedades en forma extemporánea o por inconsistencias del proceso de la nómina, tanto a los servidores judiciales o ex servidores judiciales como a las entidades del sistema de seguridad social.

A 31 de diciembre de 2014, existen pagos dobles generados en el Sistema KACTUS por los conceptos de bonificaciones y primas, pagos de sueldo y bonificación por servicio a funcionarios con licencia no remunerada, entre otros conceptos, y por tanto una cartera por cobrar de servidores judiciales y ex servidores judiciales por $576.5 millones, más intereses y costas para un total de $901.5 millones, desde los años 2008, 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014 en cobro coactivo. 
No obstante, no se realizó el descuento de la nómina para los servidores judiciales una vez fueron vinculados nuevamente a la Rama Judicial o de la liquidación definitiva para los ex servidores judiciales, como tampoco realizó la solicitud de devolución de aportes a las entidades del Sistema de Seguridad Social, Salud, Pensión y Riesgos Profesionales.

Lo anterior debido a falta de control y seguimiento al proceso de liquidación de la nómina, como también en el registro y procesamiento de la información, afectando de esta manera los recursos de la entidad ante una eventual perdida en la recuperación de los mismos, de igual manera, falta de confiabilidad en la información de los registros. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.  
Hallazgo No. 16. Implementación del Software CICERO+
El artículo 25 de la Ley 80 de 1993 “Del principio de economía”, numeral 12, establece: “Con la debida antelación a la apertura del procedimiento de selección o de la firma del contrato, según el caso, deberán elaborarse los estudios, diseños y proyectos requeridos, y los pliegos de condiciones o términos de referencia”. 
La Rama Judicial mediante el Contrato 115 de 2014, INDRA Sistemas S.A. Sucursal Colombia, adquirió licencias del software CICERO+, para la grabación de audio y video de las salas de audiencia a nivel nacional. Por inconvenientes técnicos en la configuración del servidor de la seccional Valle que sirve de repositorio de las grabaciones, no ha sido posible su implementación.

Lo anterior debido a que durante el proceso de contratación el área de informática del Nivel Central no tuvo en cuenta este requerimiento (servidor) para su implementación, con el riesgo de pérdida de recursos ejecutados en la Seccional Valle, de la inversión del nivel central por $2.043 millones. 
2.1.1.2 Gestión presupuestal







2.1.1.2.1. Macroproceso Gestión Financiera, Presupuestal y Contable 
Proceso Ejecución y Cierre del Presupuesto 

El Consejo Superior de la Judicatura, en cabeza de la Sala Administrativa administra los recursos de la rama judicial y los ejecuta por medio de la Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial a través de cinco Unidades Ejecutoras clasificadas por códigos en el SIIF.

Para la vigencia 2014, la entidad contó con un presupuesto aprobado de $3.025.926 millones, correspondiente al total del valor asignado a la Rama Judicial y ejecutado por el Consejo Superior de la Judicatura de acuerdo con lo establecido en la Ley 270 de 1996. 

De este presupuesto aprobado, el Consejo Superior de la Judicatura ejecutó (comprometió) $3.002.928 millones equivalente al 99,24% de su ejecución, obligó el 97,06%, y pagó el 93,07%.

La mayor parte del presupuesto corresponde a gastos de personal el cual representa el 81,88% del total del presupuesto del CSJ, mientras que los gastos de Inversión representan el 8,87% del total de presupuesto. 
La cobertura de la revisión presupuestal, esto es, ejecución y cierre presupuestal, fue del 42% mediante muestra extractada de los gastos de funcionamiento e inversión del nivel central, Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado, Corte Constitucional y tres puntos de control correspondientes a las Seccionales Medellín, Cali y Villavicencio.
Cuadro N° 3
Presupuesto CSJ Ejecutado - Vigencia 2014
         (Cifras en millones de pesos)

[image: image3.emf]CONCEPTO DEL GASTO

APROPIACION 

VIGENTECOMPROMISOS

% COMP / 

APROPOBLIGACIONES

% OBLIG / 

APROPPAGOS

% PAGOS / 

APROP.

Gastos de Personal2.477.726     2.474.833       99,88%2.474.381       99,98%2.441.062 98,52%

Gastos Generales230.922         228.899           99,12%221.120          96,60%214.771     93,01%

Transferencias48.899           48.691             99,57%48.676            99,97%43.697       89,36%

Sub- Total Funcionamiento2.757.547     2.752.423       99,81%2.744.177       99,52%2.699.530 97,90%

Inversión268.379         250.505           93,34%192.714          76,93%116.676     43,47%

Total3.025.926     3.002.928       99,24%2.936.891       97,06%2.816.206 93,07%


        Fuente: Información SIIF editada por el equipo auditor

El valor de las reservas presupuestales al cierre de 31 de diciembre de 2014 ascendió a $65.836 millones discriminados así:

Reservas Gastos de Funcionamiento $8.244 millones equivalente al 0,30% del presupuesto ejecutado por este tipo de gasto y Reservas Inversión $57.592 millones equivalente al 22% del presupuesto ejecutado por este concepto

Las reservas fueron adecuadamente constituidas, sin embargo, en lo concerniente a inversión, se excedieron los límites establecidos en la norma presupuestal.

Las vigencias futuras para 2015 ascendieron a $154.748 millones, de las cuales se verificó el 43%. De la evaluación realizada se determinó, que fueron adecuadamente autorizadas y constituidas para su ejecución, a excepción de un caso presentado en la Seccional Medellín.

El Presupuesto total de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Medellín fue de $24.645 millones y la muestra seleccionada fue de $2.521 millones, la cual representa el 10% del total, realizando análisis de Gastos de Funcionamiento, Gastos de Inversión, Constitución y ejecución de reservas presupuestales y Cuentas por Pagar.
Los Ingresos de la Dirección Seccional Villavicencio en 2014 fueron de $135.185,7 millones, mostrando una disminución con relación a la vigencia 2013 del 75% por $405.851 millones. El 52,9% de los ingresos, es decir, $71.492,4 millones  provienen de ingresos fiscales no tributarios, y el 47% de los Aportes y Transferencias de Fondos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para el funcionamiento de la Seccional por valor total de $63.569,8 millones.

Resultados Nivel Central

Hallazgo No. 17. Recursos Descongestión  

El Consejo Superior de la Judicatura no cuenta con procedimientos de control para la desagregación del presupuesto de descongestión en cada Unidad Ejecutora a cargo al inicio de cada vigencia, ajustado a los recursos aprobados para este fin en el mes de diciembre del año anterior, que permita planear lo establecido en el Plan Nacional de Descongestión elaborado para el periodo 2010 a 2014 (gasto público de mediano plazo) de forma detallada en el plan anual de la entidad.

El presupuesto de gastos de funcionamiento se incrementó en porcentajes representativos así: en un 70% los del Consejo de Estado, en un 37% la Corte Constitucional y en un 30% del Consejo Superior de la Judicatura, frente a la Corte Suprema de Justicia que incrementó el 4% y Tribunales y Juzgados que la adición presupuestal fue del 6%, estos incrementos corresponden especialmente a los gastos por descongestión, de acuerdo con el análisis presentado.
Cuadro N. 4
Incrementos y reducciones presupuestales Vigencia 2014 Rama Judicial
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SUBUNIDADCONCEPTO

APR. INICIAL 

PRESUPUESTO 

2014

APR. VIGENTE 

PRESUPUESTO 

2014

TOTAL 

INCREMENTOS Y 

REDUCCIONES

INCREMETO AL 

PRESUPUESTO 

INCIAL en %

VALOR ASIGNADO A 

DESCONGESTIÓN

% PARTICIPACION  

RECURSOS 

DESCONGESTION 

POR SUBUNIDAD

27-01-02

RAMA JUDICIAL - CONSEJO SUPERIOR DE LA 

JUDICATURA

FuncionamientoA     166.027.927.439        215.789.375.173 49.761.447.734       30%51.916.867.210              11%

InversiónC     342.000.000.846        268.378.864.469 73.621.136.377-       -22%

27-01-03

RAMA JUDICIAL - CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA

FuncionamientoA       71.366.715.417         74.292.277.955 2.925.562.538         4%15.942.765.128              3%

InversiónC-                        

27-01-04RAMA JUDICIAL - CONSEJO DE ESTADO-                        

FuncionamientoA       57.760.669.548         98.271.092.929 40.510.423.381       70%32.673.453.794              7%

InversiónC-                        

27-01-05RAMA JUDICIAL - CORTE CONSTITUCIONAL-                        

FuncionamientoA       24.187.326.106         33.138.278.693 8.950.952.587         37%8.639.986.042               2%

InversiónC

27-01-08RAMA JUDICIAL - TRIBUNALES Y JUZGADOS-                        

FuncionamientoA  2.201.887.229.802     2.336.056.397.181 134.169.167.379      6%361.297.256.051            77%

InversiónC

TOTAL PRESUPUESTO

  2.863.229.869.158     3.025.926.286.400 

470.470.328.225            100%


Fuente: Análisis grupo auditor información SIIF y documentos entidad 

Esta situación se presenta por falta de procedimientos y mecanismos efectivos de gestión, control y evaluación para la planeación y ejecución de los recursos asignados para el Plan Nacional de Descongestión lo que genera desgaste administrativo, en la medida que se requiere efectuar permanentemente traslados presupuestales internos para cubrir las necesidades generadas por cada acuerdo de sala para descongestión.

Estas deficiencias van en contravía de lo establecido en el artículo 15 de la Ley 1285 de 2009 la cual reforma el artículo 63 de la Ley 270 de 1996 Plan y medidas de descongestión de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia “…Corresponderá a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura ejecutar el plan nacional de descongestión y adoptar las medidas pertinentes”, lo establecido en el numeral 3 artículo 79 de la Ley 270 de 1996 “Dictar reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos ….” y numerales 1.3. Componente administración del riesgo – Módulo control de planeación y gestión, y 2.1 y 2.2.Componentes Autoevaluación institucional y auditoria interna – Módulo control de evaluación y seguimiento MECI 2014  y a lo definido por el Ministerio de Hacienda “PLANEACIÓN DEL GASTO PÚBLICO - Es un proceso fiscal, financiero y administrativo que implica la realización de un diagnóstico, el establecimiento de objetivos generales, políticas, estrategias y prioridades de corto, mediano y largo plazo conforme a un marco normativo y lineamientos de operación”.
Hallazgo No. 18. Programación Presupuestal Inversión 

La entidad dentro del anteproyecto de presupuesto para la vigencia 2014, presentado ante el Ministerio de Hacienda, solicitó un valor para inversión de $848.475 millones, para lo cual y a pesar de las justificaciones dadas desde el mismo anteproyecto el Ministerio le aprobó $342.000 millones, es decir, el 40% del valor solicitado. 
Sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura, mediante Acuerdo de Sala No.PSAA14-1064 del 09 de diciembre del 2014, recortó $73.621 millones de recursos de inversión y los trasladó para cubrir gastos de funcionamiento de descongestión. Esta decisión desconoce la política del Ministerio de Hacienda en que la prioridad del gasto es inversión sobre funcionamiento, situación que impacta negativamente en la ejecución de los proyectos. Aunado a lo anterior,  en gastos de funcionamiento, quedaron sin ejecutar $4.802 millones.

Esta situación se presenta por falta de control y monitoreo a la ejecución del presupuesto, inobservando el artículo 17 del Decreto 111 de 1996 “Programación Integral. Todo programa presupuestal deberá contemplar simultáneamente los gastos de inversión y de funcionamiento que las exigencias técnicas y administrativas demanden como necesarios para su ejecución y operación…”.  
Hallazgo No. 19. Aprobación y ejecución Planes de Inversión 

Al evaluar la ejecución de los planes de inversión de la vigencia 2014, se determinó que inicia extemporáneamente, es decir, al final de la vigencia, situación recurrente sin que la Entidad implemente acciones de mejora y en consecuencia, los recursos de inversión queden sin ejecutar o pasando a reservas presupuestales para la siguiente vigencia. 

Para 2014 el valor del presupuesto de inversión -incluyendo adiciones-, ascendió a $447.719 millones, de los cuales se presentó una reducción de $179.340 millones equivalente al 40% asignado, y quedó en reserva presupuestal $57.592 millones equivalente al 13% del monto total asignado para inversión, es decir, que para la vigencia 2014 la ejecución de inversión tan solo llegó al 47% del valor asignado monto que asciende a $210.787 millones. También generó para la vigencia 2014 una “pérdida de apropiación presupuestal” en los recursos de inversión del 7% que en valores absolutos es representativo, ascendiendo a $17.873 millones, en consideración a que la apropiación presupuestal para inversión fue $268.379 millones y los compromisos $250.506 millones.

Esta situación se debe a falta de oportunidad y celeridad en las decisiones por parte de la Sala Administrativa en la aprobación de los planes de inversión, y a la inexistencia de un procedimiento que establezca de forma clara y oportuna el trámite y fechas para la aprobación ante la Sala.

Por otro lado, la entidad no consolida ni tramita un solo plan de inversión, sino que tramita y aprueba diez planes de inversión, es decir, uno por cada Unidad u Oficina responsable de los proyectos, lo cual genera mayor demora en la gestión y aprobación de los mismos afectando el fin de la Ley de administración de Justicia.  

Estas situaciones inobservan lo establecido en numeral 03 artículo 80 de la Ley 270 de 1996 “ El plan de Inversiones y los presupuestos de funcionamiento para el año en curso” (subrayado fuera de texto) y el numeral 3 artículo 79 de la Ley 270 de 1996 “Dictar reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos ….”.

Hallazgo No. 20. Vigencias Expiradas 

Al evaluar la ejecución y cierre presupuestal de la vigencia, se evidenciaron pagos de vigencias expiradas por un monto de $3.391 millones con recursos de 2014, de las cuales el 97% corresponden al Consejo Superior de la Judicatura.
Esta situación se presenta por falta de implementación de controles adecuados a las ejecuciones contractuales y autocontrol por parte de las Unidades u Oficinas encargadas de ejecutar los recursos, inobservando lo establecido en el numeral 3 del artículo 79 de la Ley 270 de 1996 “Dictar reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos…”.   

En la Seccional Cali se constituyó una cuenta por pagar por $8.7 millones para el pago del Contrato de prestación de servicios No.199, debido a un “error en el registro, indicando que se haría como abono en cuenta, situación que no permitió realizar la orden de pago en 2014, por este motivo en el periodo de transición se anuló dicha obligación, y se hizo una nueva con el No. 213713, debiendo pagar dicho valor con cargo a pagos vigencias expiradas”.  

Esto debido a falta de control y seguimiento del área de presupuesto de la seccional en la constitución de las obligaciones a cargo, lo que afectó los recursos de la vigencia 2014.

Hallazgo No. 21. Reservas Presupuestales

Por falta de oportunidad en la aprobación de los planes de inversión y de Gestión de las Unidades a cargo de los proyectos, los recursos de inversión del CSJ por $268.379 millones correspondiente a la apropiación definitiva, quedó con un 21,46% de reserva presupuestal, monto que asciende a $57.592 millones, superando el porcentaje establecido en la norma que es del 15% en recursos de inversión, contraviniendo lo establecido en el artículo 78 Decreto 111 de 1996, Estatuto de presupuesto “En cada vigencia, el gobierno reducirá el presupuesto de gastos de funcionamiento cuando las reservas constituidas para ello, superen el 2% del presupuesto del año inmediatamente anterior. Igual operación realizará sobre las apropiaciones de inversión, cuando las reservas para tal fin excedan el 15% del presupuesto de inversión del año anterior”. Lo cual puede generar disminución en la asignación presupuestal para la siguiente vigencia.

Hallazgo No. 22. Diferencias de Ingresos y la Cuenta Fiscal – SIRECI

Existe diferencia entre lo reportado en SIIF2 en Ingresos y lo reportado en el Formato F1 SIRECI – origen de Ingresos a corte de 31 de diciembre de 2014, Frente a su clasificación, correspondiente principalmente a Tasas y Multas.
Cuadro N.5
Comparativo Ingresos Sistema SIRECI  y SIIF 

[image: image5.emf]CONCEPTO

RECAUDOS NETOS SIIF2 

VIG 2014

INGRESOS DE LA 

VIGENCIA F1 SIRECIDIFERENCIAOBSERVACIÓN

Fondos Especiales282.476.259.176                     282.476.259.176                  0                                     

Tasas y Multas16.805.446.845                       16.805.446.845          

Se registró en otros a 

pesar de corresponder 

a Multas / Reucaudo vig 

2013 $16.358.064.373,9

Otros23.291.703.920                    (23.291.703.920)        

Reitegros y otros no apropiados6.486.257.075                         6.486.257.075            

TOTAL305.767.963.096                     305.767.963.096                  0                                     


Fuente: Reporte SIIF2, SIRECI y análisis auditora

La entidad registra como otros, ingresos que tiene su clasificación en SIRECI y que corresponden a tasas, parafiscales y transferencias, situación que impacta en la calidad de los reportes entregados para la cuenta fiscal. Inobservando lo establecido en el modelo estándar de Control Interno  2014 ítem.3. Eje transversal Información y comunicación de Gestión.

Resultado punto de control - Seccional Medellín

Hallazgo No. 23. Soporte de Cuentas por Pagar

El artículo 89 del Decreto 111 de 1996 expone: “(…) Al cierre de la vigencia fiscal cada órgano constituirá las reservas presupuestales con los compromisos que al 31 de diciembre no se hayan cumplido, siempre y cuando estén legalmente contraídos y desarrollen el objeto de la apropiación. Igualmente, cada órgano constituirá al 31 de diciembre del año cuentas por pagar con las obligaciones correspondientes a los anticipos pactados en los contratos y a la entrega de bienes y servicios”.

Sin embargo, se constituyeron cuentas por pagar a favor de la Universidad EAFIT con factura y cumplido a satisfacción expedidos con posterioridad al registro de esta cuentas. Similar situación se presentó con las facturas de las empresas Arrendamientos Ayura, Amanecer Viajes y Turismo, Biohigienica Ltda, Parroquia Santa Ana y la Comercializadora Súper Combate con registros presupuestales 265514, 290014, 122414, 144214, 230114 y  290614 respectivamente.

Situación que se presenta por falta de control y seguimiento presupuestal, que generó inconsistencias en los registros de las Cuentas por Pagar.
Hallazgo No. 24.  Soporte para Registro de Compromiso

El artículo 05 del Decreto 4836 de 2011 establece: “El registro de los compromisos con cargo al Presupuesto General de la Nación correspondiente a las cuentas de Gastos de Personal y Gastos Generales en el Sistema Integrado de Información Financiera SIIF Nación, deberá hacerse de conformidad con el detalle establecido en el Plan de Cuentas expedido por la Dirección General del Presupuesto Público Nacional”. Sin embargo, se constituyeron reservas presupuestales según compromisos N°11514 de 14 de enero de 2014 y N°41114 de 14 de febrero de 201 para los Contratos 13336 y 14067, los cuales se encontraban ejecutados a 31 de diciembre de 2014, situación que se presentó por no contar para el registro presupuestal con la totalidad de la información contractual. Esta situación evidencia debilidades de la información presupuestal. 

Hallazgo No. 25.  Vigencias Futuras (D) 

El artículo  03 del Decreto 4836 de 2011 estableció: “Los compromisos presupuestales legalmente adquiridos, se cumplen o ejecutan, tratándose de contratos o convenios, con la recepción de los bienes y servicios, y en los demás eventos, con el cumplimiento de los requisitos que hagan exigible su pago.  Para pactar la recepción de bienes y servicios en vigencias siguientes a la de celebración del compromiso, se debe contar previamente con una autorización por parte del Confis o de quien este delegue, de acuerdo con lo establecido en la ley, para asumir obligaciones con cargo a presupuestos de vigencias futuras.. Parágrafo. La disponibilidad presupuestal sobre la cual se amparen procesos de selección de contratistas podrá ajustarse, previo a la adjudicación y/o celebración del respectivo contrato. Para tal efecto, los órganos que hacen parte del Presupuesto General de la Nación podrán solicitar, previo a la adjudicación o celebración del respectivo contrato, la modificación de la disponibilidad presupuestal, esto es, la sustitución del Certificado de Disponibilidad Presupuestal por la autorización de vigencias futuras”.
Sin embargo, al verificar el contrato de obra de menor cuantía N°14375, suscrito el 18 de diciembre de 2014 cuyo objeto es: “realizar obras civiles para la adecuación, reparación y mantenimiento de la primera etapa del edificio Federico Estrada Vélez, propiedad de la Rama Judicial para la ubicación de Despachos judiciales” y duración del contrato 60 días, con recursos de inversión para su ejecución por valor $300 millones, establece en la cláusula segunda que el plazo para su ejecución supera el 31 de diciembre y al revisar la documentación del mismo no se encontró la autorización, de acuerdo con lo establecido en la norma mencionada, para asumir obligaciones con cargo a presupuestos de vigencias futuras, en cambio, la Entidad constituyó reserva presupuestal. Esta situación evidencia incumplimiento normativo y afecta el cumplimiento de las metas de la vigencia.  Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.  
2.1.1.3 Gestión contractual








2.1.1.3.1 Macroproceso Gestión de Adquisición de Bienes y Servicios
Procesos de Ejecución Contractual, Anticipos, Adiciones, Modificaciones y Supervisión e Interventoría 
La auditoría se realizó en el nivel central, Medellín, Cali y Villavicencio, en las cuales se celebraron durante la vigencia 2014, 768 contratos por $167.071 millones. Para efectos de la auditoría, se evaluaron 108 contratos por $107.471 millones, que representa el 64% del total. De vigencias anteriores se evaluaron 38 contratos por $230.158 millones. 

La contratación de 2014 y años anteriores, corresponde a obra, interventoría, adquisición de sistemas de información, soporte al sistema de gestión de calidad y de mantenimiento de infraestructura física y fue realizada a través de las modalidades, licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos y contratación directa.
Cuadro No. 6
Contratos suscritos en 2014 y muestra contractual 
(Cifras en millones de pesos)


[image: image6]

Fuente: Información contractual de la entidad

La contratación evaluada de vigencias anteriores se discrimina así:

Nivel central: Dos contratos de la vigencia 2011 por $42.420 millones, correspondientes a las obras de reestructuración del edificio ubicado en el Centro Administrativo Nacional en Bogotá. Dos contratos de la vigencia 2012 por $16.306 millones para la construcción del Palacio de Justicia de Cali, y 21 contratos de la vigencia 2013, por $170.560 millones.

En los puntos de control la revisión fue: Medellín, 8 contratos de 2013 por $872 millones, Cali dos contratos de 2013 y uno de 2012 para la construcción del Palacio de Justicia de Cali (verificación física), y Villavicencio dos contratos de 2013 para la construcción e interventoría de las sedes judiciales del municipio de Acacías en las cuales (verificación física). 

De esta revisión se determinaron los siguientes hallazgos: 

Resultados Nivel Central
Hallazgo No. 26. Política – Modernización de la Infraestructura Física

Al hacer seguimiento y evaluación a los contratos de obra relacionados con el logro del objetivo No. 1 del Plan Sectorial de Desarrollo -PSD 2011-2014, "Eficiencia y Eficacia: Fortalecer la Eficiencia y eficacia de la gestión judicial: Mejorar (…) la adecuación de la arquitectura judicial...", Política 1.2 Modernización de Infraestructura Física, en concordancia del artículo 03 de la Ley 80 de 1993.
Se evidenció que a pesar de que la Entidad invirtió los recursos asignados en el cuatrienio para modernizar los Palacios de Justicia de Bogotá y Cali, y construir el de Acacías, las obras no se encuentran terminadas y los palacios aptos para su uso, específicamente las obras contempladas en los Contratos, No. 181 de 2011 para la rehabilitación del CAN, No. 151 de 2012 para la rehabilitación del Palacio de Justicia de Cali, y No. 193 de 2013 para la construcción del Palacio de Justicia de Acacías.  

Conforme al PSD, “los cambios en el sistema judicial implican disponer de espacios adecuados para el trámite oral, desconcentración, descongestión, y presencia Nacional, mediante la construcción, adquisición y mantenimiento de inmuebles para la administración de justicia en gestión en las diferentes especialidades”. En este sentido, la entidad estableció como meta inicial disminuir el porcentaje de metros cuadrados ocupados en arriendo, mediante la construcción de 320.617 m2, reducidos a 218.357 m2, de los cuales sólo se construyeron 94.428 m2, es decir el 43% de la meta modificada. De esta forma, la Entidad no responde a la necesidad identificada de locaciones idóneas para la Administración de Justicia. 
Esta situación se da por deficiencias en la planeación de los proyectos de inversión y genera costos en pago de contratos de arrendamientos durante el cuatrienio (2011-2014), los cuales afectan los recursos del presupuesto público. 

Hallazgo No. 27. Interventoría Contrato de obra (D) 
Comparando el resultado de la verificación y cuantificación de los ítems seleccionados en la visita técnica realizada a la obra de construcción del Palacio de Justicia de Acacías
, Contrato No. 193 de 2013 en ejecución, con lo expuesto en el Acta parcial Nro. 10, de noviembre de 2014 suscrita por las partes, se encontró que se reconocieron y pagaron ítems como el 8.2 cerámica de 20x20 cm y 25.17 escalera de gato, sin que cumplan las condiciones técnicas para este tipo de elemento de acuerdo a lo contemplado en el contrato de obra. En el ítem 8.2, se encontró que la cerámica del primer piso no cumple con las condiciones técnicas de instalación, presentando de forma constante alteraciones en la alineación de la cerámica, desniveles e irregularidades. En el ítem NP 25.17 “escalera de gato”, donde el anclaje es deficiente y los elementos no fueron perfilados técnicamente para este tipo de estructuras de accesibilidad. 

Además, existen errores en la cuantificación de los ítems 10.12.3 lámparas de salida, 19.1.4 sanitario para discapacitados, 19.1.10 grifería para lavamanos, NP 25.14 acometida iluminación, que fueron mal cuantificados. Situación que genera un riesgo de recibir obras sin las especificaciones técnicas contratadas. 

Esta situación implica una presunta conducta disciplinaria en atención a la cláusula segunda del Contrato 206 de 2013 de interventoría de la obra, numeral 3 que establece la obligación de “verificar que la obra y bienes muebles contratados estén acordes con lo estipulado por la nación-CSJ (…)”, así como lo consagrado en el artículo 82 de la Ley 1474 de 2011. 
Resultado punto de control - Seccional Medellín
Hallazgo No. 28. Garantía de Calidad y Estabilidad en contratos de Obra (D)
El artículo 123 del Decreto 1510 de 2013, establece: “Suficiencia de la garantía de estabilidad y calidad de la obra. Esta garantía debe estar vigente por un término no inferior a cinco (5) años contados a partir de la fecha en la cual la entidad estatal recibe a satisfacción la obra. La entidad estatal debe determinar el valor de esta garantía en los pliegos de condiciones de la contratación, de acuerdo con el objeto, el valor, la naturaleza y las obligaciones contenidas en el contrato. La entidad estatal puede aceptar que esta garantía tenga una vigencia inferior a cinco (5) años previa justificación técnica de un experto en la materia objeto del contrato”. 

Se constató que en los contratos de obra No. 375,  No. 343 y No. 344 de 2014, se estipuló como garantía constituir póliza por 3 años aprobada por el Ordenador del gasto, sin previa justificación técnica que acredite la modificación a dicho término, disminuyendo la duración de la misma. 

Esta situación se presenta por deficiencias de seguimiento, control y monitoreo en la elaboración de los documentos de la etapa precontractual y contractual, situación que genera riesgo de, ante la ocurrencia de un siniestro por fuera de la vigencia de la garantía, no contar con el amparo que cubre a la Entidad de los perjuicios ocasionados por cualquier tipo de daño o deterioro, imputable al contratista, sufrido por la obra entregada a satisfacción. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.  
Hallazgo No. 29. Contratos de obra Vs precios con unidad de medida 

La Guía para Procesos de Contratación de obra pública establece: “Precios unitarios: las partes establecen el costo por unidad de cada uno de los conceptos que integran la obra a ejecutar o ítems de obra. Con base en este valor, las partes definen la estimación inicial de la obra, pero el valor real es el que corresponde a la multiplicación de las cantidades de obra ejecutadas efectivamente por el precio de cada unidad de obra.” (Subrayado por fuera de texto).

La minuta del Contrato de obra No. 375-2014 y el certificado expedido por la Coordinadora del Área Administrativa, relacionan los ítems de obra con unidad de medida Global. No obstante, no se evidenciaron los Análisis de Precios Unitarios correspondientes a estos ítems que discriminen cada uno de los componentes con los cuales se van a ejecutar estas actividades. Igual situación se evidenció en la cláusula 5 “Obligaciones Técnicas” del contrato de obra No. 14-344, y en la Propuesta Económica.
Esta situación se presenta por deficiencias en la etapa precontractual y contractual, generando riesgos de incurrir en mayores costos o entregas de ítems con especificaciones técnicas diferentes, en cuanto a calidad, cantidad y precio, al no existir elementos o herramientas que determinen los precios unitarios para las actividades pactadas. 

Hallazgo No. 30. Contrato de obra No. 375  
Los artículos 25 y 26 de la Ley 80 de 1993, determinan los principios de economía y responsabilidad en la contratación pública donde establecen que los trámites se adelantarán con austeridad de tiempo, medios y gastos y se impedirán las dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato, los servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato. Asimismo, el Manual de Supervisión, adoptado por Resolución No. 4490 del 19 de octubre de 2012, establece que el supervisor del contrato, debe ejercer la vigilancia y seguimiento del cumplimiento de un contrato, en virtud de lo cual, debe controlar, exigir, prevenir, colaborar y verificar la ejecución y cabal cumplimiento de las obligaciones del contratista.
Finalizada la ejecución del Contrato, se expidió certificado de cumplimiento por parte de la supervisión, cuando no se había ejecutado el ítem 8.5, 430 Ml de “Suministro, logística, seguro e instalación de CABLE SECO XLPE 1/0 133% 15 KV cumple con las norma RETIE – NTC1332 y UL 83. Incluye empalme, correas de amarre y demás accesorios necesarios para su correcta instalación”, por valor de $19,7 millones, y se suscribe el Acta Final de Obra sin que se exija el cumplimiento de esta obligación por parte del contratista, por deficiencias en el ejercicio de la supervisión, lo que generó pago por una actividad que no se había ejecutado. Producto de esta observación, el contratista reintegró a la entidad el valor de $19.7 millones, por lo que se constituye en Beneficio de auditoria. 
Hallazgo No. 31. Publicación en el SECOP (D)    

El artículo 19 del Decreto 1510 de 2013 “Por el cual se reglamenta el sistema de compras y contratación pública”, obliga a las entidades estatales a publicar todos los actos administrativos del contrato dentro de los 3 días hábiles siguientes a su expedición. 

Sin embargo, dicho requisito no se cumplió en las adiciones 03, 04 y 05 del contrato 221 de 2013 y en las cinco prórrogas del contrato 221 de 2013, 343 de 2014. Adicional, fue extemporáneo en los siguientes contratos: 344 de 04 de noviembre de 2014 publicado el 30 de diciembre, 221 de junio 27 de 2013 publicado el 09 de julio de 2013 y contratos adicionales Adición 01 de 24 de diciembre de 2013 y Adición 2 de 21 de enero de 2014, publicadas en febrero 17 de 2014, 098 Adición No.1 de agosto 01 de 2014, publicada el 08 de septiembre de 2014, 317 que se celebró el 16 de octubre de 2014 y fue publicado el 14 de enero de 2015, 023 de 21 de enero de 2014 publicado el 21 de abril de 2014. 014 del 16 de enero de2014 y fue publicado el 31 de marzo de 2014 y el 188 del 19 de septiembre de 2014 publicado el 25 de septiembre de 2014.

Lo anterior, por deficiencias de seguimiento y control en el cumplimiento de los requisitos, lo que vulnera los principios de transparencia y publicidad de los actos administrativos contractuales. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.  
Hallazgo No. 32. Contrato de Obra 343 y 344 de 2014
De conformidad con el artículo 89 del Decreto 111 de 1996, “(…) Al cierre de la vigencia fiscal cada órgano constituirá las reservas presupuestales con los compromisos que al 31 de diciembre no se hayan cumplido, siempre y cuando estén legalmente contraídos y desarrollen el objeto de la apropiación. Las reservas presupuestales sólo podrán utilizarse para cancelar los compromisos que les dieron origen. Igualmente, cada órgano constituirá al 31 de diciembre del año cuentas por pagar con las obligaciones correspondientes a los anticipos pactados en los contratos y a la entrega de bienes y servicios.”

Sin embargo, en los contratos de obra Nos. 343 de 2014 en Chocó y 344 de 2014 en Apartadó, suscritos el 04 de noviembre de 2014, con un plazo de 50 días calendario, y un único pago del 100% del valor del contrato, por $280 y $150 millones respectivamente, no se constituyó al cierre de vigencia las cuentas por pagar respectivas, por los bienes o servicios recibidos en la vigencia fiscal, según Acta Final de Obra de 16 diciembre de 2014 y Certificado de recibo a satisfacción de 18 de diciembre de 2014, expedido por el supervisor de los contratos, y por el contrario se constituyeron reservas presupuestales a diciembre 31 de 2014, situación que configura una indebida constitución de reserva subestimando las cuentas por pagar en el balance general. 
Hallazgo No. 33. Requisito habilitante en contratos
El Manual de contratación, en el numeral 3.6.1 Requisitos habilitantes, establece que “Los requisitos habilitantes se exigen dependiendo el proceso de selección que corresponda de forma adecuada y proporcional a la naturaleza y valor del contrato. Su propósito es establecer condiciones mínimas para los proponentes de

tal manera que sólo se evalúe las ofertas de aquellos que están en condiciones de

cumplir con el objeto del Proceso de Contratación, por lo cual es necesario valorar

en cada caso particular la necesidad de exigirlos o no”. 

En los pliegos de condiciones definitivos de los Contratos No. 343 y No. 344 de 2014 en el punto 3.2, la entidad estableció como requisito habilitante jurídico el acreditar por parte de los proponentes, el “Certificado expedido por el Ministerio de Salud y de Protección Social”, en contravía de lo estipulado en el numeral citado. 
Situaciones presentadas por debilidades en la redacción de los pliegos que restringe la participación de los proponentes en forma adecuada y proporcional a la naturaleza, complejidad, objeto y valor del contrato como lo establece el Manual, y evitar direccionar el proceso de selección hacia un tipo de proponente.

Hallazgo No. 34. Supervisión 

De acuerdo con el Manual de Supervisión adoptado por Resolución No. 4490 de 2012, en el literal h, numeral 9.6, dentro de las funciones del supervisor, está la de “(…) emitir concepto con alcance administrativo, contable, financiero, técnico y jurídico, para el efecto debe diligenciar formato establecido”, no obstante, se evidenciaron las siguientes situaciones:
· El expediente del Contrato 14-188 cuenta con informes de supervisión, pero estos no se encuentran registrados en el formato vigente en el Sistema de Gestión de la Calidad – SIGMA, adicional, en el Contrato 14-358 no hay registros que evidencien el ejercicio de la supervisión ejercida. 

· El Manual de Supervisión establece que el Director Ejecutivo de Administración Judicial, o el Director Ejecutivo Seccional por acto administrativo de delegación, designa el supervisor quien ejerce la vigilancia y seguimiento del cumplimiento de un contrato, sin embargo, en la evaluación contractual, solo se evidenció la cláusula de supervisión en la minuta del contrato.
Lo anterior por deficiencias administrativas y de control interno, que no garantizan calidad de la información reportada, con el riesgo de que se ejecute sin el cumplimiento de las exigencias establecidas. 

Hallazgo No. 35. Contrato de Obra 14-344 Apartadó 
El Decreto 1510 de 2013, el Manual de Contratación adoptado mediante Resolución 4132 de junio de 2014 y el Manual de Supervisión, establecen el marco normativo y los requisitos legales aplicables a las diferentes  modalidades de contratación, así como la vigilancia y control a la ejecución contractual. 
· Elaboración estudios previos: el Manual de Contratación (Anexo 1) establece que “el valor estimado del contrato se estima con base en los estudios de mercado y el análisis del sector”. No obstante, en el plan operativo de septiembre 19 de 2014, las cotizaciones de mercado no guardan correspondencia con el presupuesto estimado del contrato que es de $150 millones, lo que refleja deficiencias en la elaboración de los estudios previos. 

· Deficiencias de supervisión: La delegación de la supervisión del contrato no tiene en  cuenta el perfil requerido de acuerdo con la naturaleza del mismo; en el expediente reposa solicitud del contratista para aprobación de cambio de ítems del presupuesto general, de los cuales no se evidenció documento de aprobación por parte de la supervisión; los informes de comisión de fechas 09 y 16 de diciembre de 2014, producto de las visitas realizadas por el Asistente Administrativo apoyo técnico de la supervisión, así como el informe final de obra, no son suscritos por la supervisión del contrato ni avalado por ésta. 

Lo anterior, por deficiencias en la supervisión del contrato, en las diferentes etapas contractuales, lo que vulnera los principios de selección objetiva del contratista, y la adecuada vigilancia a la ejecución de los recursos públicos.
Hallazgo No. 36. Contrato de Arrendamiento Inmueble 361 de 2014 

El Decreto 1510 de 2013 “Por el cual se reglamenta el sistema de compras y contratación pública”, el Manual de Contratación y el Manual de Supervisión, establecen el marco normativo y los requisitos legales aplicables a la modalidad de contratación, así como la vigilancia y control a la ejecución contractual.

· En el artículo 15 Capítulo VI Análisis del sector económico y de los oferentes por parte de las Entidades Estatales del Decreto 1510 de 2013 establece que “La Entidad Estatal debe hacer durante la etapa de planeación, el análisis necesario para conocer el sector relativo al objeto del Proceso de Contratación desde la perspectiva legal, comercial, financiera, organizacional, técnica, y de Análisis de Riesgo y dejar constancia de este análisis”. En el estudio de conveniencia y oportunidad del contrato no se evidenció el análisis del sector, tal como lo establece la norma.

· El numeral 3.2.3 Especificaciones del objeto contractual del Manual de Contratación, establece: “las especificaciones del objeto contractual implican determinar cuáles son las características del objeto contractual y a partir de ello, surgirán las obligaciones del futuro contratista y del Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial”. 
El Contrato 361 de 2014 de arrendamiento de inmueble, no incluye en el objeto del contrato, además del inmueble ubicado en la carrera 46 No.53-48, edificio Colseguros de Medellín, bienes muebles de dotación de oficina, los cuales no fueron considerados como requerimiento en los estudios previos, así como tampoco se establece frente a éstos, obligaciones de las partes, ni formalización mediante acta de inventario. De otro lado, no se evidenciaron soportes del control y seguimiento ejercidos por la supervisión a la ejecución del contrato. 

· En el contrato perfeccionado el 26 de noviembre de 2014, el supervisor designado no verificó y exigió el pago del impuesto de estampilla por parte del contratista, quien aportó el comprobante de consignación en abril 24 de 2015, producto de la observación de la Contraloría.
Situaciones originadas por deficiencias de control y supervisión al proceso contractual, con el riesgo de que se presenten eventualidades por pérdida, deterioro o hurto de bienes de terceros, que puedan comprometer a la Entidad.
Hallazgo No. 37. Arrendamiento inmueble -Contrato 62 de 2014
El numeral 6.4 del Manual de Contratación, establece: “El análisis del sector económico, los estudios y documentos previos los estructura y elabora la Unidad u Oficina que identifica la necesidad y que se satisface con la contratación del bien, obra o servicio para cumplir sus objetivos misionales”. 

En el Estudio de Conveniencia y Oportunidad de 24 de enero de 2014, en la “definición de la necesidad a satisfacer”, justifica la necesidad del arrendamiento de inmueble, por insuficiencias de inmuebles propios para el funcionamiento de la Administración de Justicia, sin incluir la necesidad de arrendamiento de bienes muebles. No obstante, el objeto del contrato, además del arrendamiento del inmueble ubicado en la Carrera 46 No.53-48 Edificio Colseguros por $32 millones, incluye el alquiler de bienes muebles para 31 puestos de trabajo, consistentes en: escritorios, sillas, cajoneras, archivadores y bibliotecas, por valor de $40 millones, que no quedaron contemplados en el estudio de conveniencia, además no existe inventario de elementos así como el estado en que lo recibió, y no quedó establecido en el contrato las obligaciones del arrendador propias de la naturaleza de estos bienes, relacionadas con las condiciones de uso y goce legítimo, así como su conservación y custodia. Lo anterior, por deficiencias en las etapas pre y contractual en la determinación de las necesidades reales de la entidad, lo que expone a riesgos en la administración de bienes propiedad de terceros.  
Hallazgo No. 38. Subasta inversa No.005 de 2014 - Contrato 098
El artículo 24 de la Ley 80 de 1993 establece que en virtud del principio de transparencia, numeral 5 de los pliegos de condiciones o términos de referencia, “c) Se definirán con precisión las condiciones de costo y calidad de los bienes, obras o servicios necesarios para la ejecución del objeto del contrato.”

En el Contrato 098 de 2014, adjudicado mediante subasta inversa número 05, con objeto: Arrendamiento equipo de cómputo, impresoras incluidos suministros de impresión (excepto papel), recarga de tóner, la permanencia de dos (2) técnicos para el mantenimiento correctivo por 8 horas/5 días en sitio y el servicio de conexión inalámbrica en enlace punto a punto que garantice el ancho de banda 10 MB y una estabilidad del servicio de transmisión del 99% para la interconexión del edificio José Félix de Restrepo con las sedes alternas donde se preste el servicio en Medellín y el Área Metropolitana del departamento de Antioquia y Chocó, cumpliendo los requisitos mínimos del aplicativo Justicia XXI para la gestión judicial de los funcionarios y empleados del plan de descongestión para el 2014, se presentan las siguientes irregularidades:

· Recibidas las Propuestas Económicas de los Oferentes de junio 24 de 2014, previa Subasta Inversa Presencial para 3 ítem representativos (Equipos de Cómputo, Impresoras y tóner y Red Inalámbrica), es más económica la de UNIPAR ALQUILERES S.A (5.5 millones). No obstante, se le adjudica a COMPUMAX COMPUTER SAS (5.6 millones).

· Los lances solo lo realizaron por el ítem 1: Equipo de cómputo, mas no por los tres ítems planteados en los Estudios Previos y Pliego de condiciones, la Invitación a participar y el objeto del Contrato: arrendamiento de Equipos de cómputo, arrendamiento de impresoras multifuncionales y suministro de tóner (excepto papel), Red inalámbrica  ancho de banda 10MB y una estabilidad del 99% para interconexión y Servicios técnicos de mantenimiento: 2 técnicos 8 horas, 5 días  a la semana.

· El Comité Asesor y Evaluador solicitó justificación de las ofertas económicas artificialmente bajas, una vez abiertas las propuestas económicas y habiendo presentado el lance No.4 por parte de los proponentes habilitados, y posteriormente se presentaron los lances No. 5 y 6, incumpliendo con lo establecido en el inciso tercero artículo 28 Decreto 1510 de 2013, el cual establece que sólo es aplicable sobre el precio obtenido al final de la subasta. 
· El objeto del contrato no establece la cantidad de elementos para arrendar, así como tampoco existe un inventario detallado de los elementos requeridos para atender las medidas de descongestión, igual situación ocurre en los Pliegos de Condiciones. No obstante, en los estudios de mercado de 14 de mayo de 2014 refieren cotizaciones a “valores unitarios” para atender un estimado de 600 equipos y 76 impresoras. que satisfacen las medidas de descongestión vigentes a la fecha.

Las situaciones descritas, obedecen a deficiencias en la etapa precontractual de la Seccional, lo que genera riesgo en la ejecución contractual de que no se satisfagan las necesidades de la Entidad.
Resultado punto de control - Seccional Cali 

Hallazgo No. 39. Constancias de recibo a satisfacción 
La entidad no está dando cumplimiento a lo pactado en algunos contratos, lo cual se evidenció al constatarse el pago de cánones de arrendamiento de manera anticipada al vencimiento del respectivo período y no mes vencido tal como se había acordado. Esta situación se evidenció en los siguientes contratos:

· Contrato 099 de 2014: El canon de arrendamiento de diciembre de 2014 se pagó el 18/12/2014, es decir, de manera anticipada. Según lo pactado en la cláusula séptima del contrato, estos serían cancelados por mensualidades vencidas, dentro de los veinte (20) días calendario del mes siguiente a su vencimiento.

· Contrato 106 de 2014: El canon de arrendamiento de diciembre de 2014 se pagó de manera anticipada el 17/12/2014 siendo que en la cláusula séptima del contrato se pactó que los pagos se harían mes vencido mediante abono a cuenta bancaria del contratista. 

· Contrato 125 de 2014, celebrado con la Unión Temporal Rama Segura, se observó constancia de recibido a satisfacción con fecha anterior al vencimiento del período facturado: el recibido tiene fecha 18 de diciembre de 2014 y en él se menciona corresponder al período 01 al 31 de diciembre de 2014. 
· Contrato 067 de 2014 por $50.3 millones, con objeto el arrendamiento de las oficinas 302, 405, 408, 410, 707, 709, 809, 811, 711, 807 y el salón de eventos (901) del Centro Comercial Plaza Caicedo, ubicado en la calle 12 No. 5-71/75 de Cali – (para el cual solo se designó un Supervisor), autorizó el último pago al contratista sin haber realizado el Informe Final de Supervisión.

Las anteriores situaciones se presentan por debilidades por parte de la supervisión al no cumplir con lo pactado en el contrato, lo cual refleja incumplimiento de las funciones que le asiste.

2.1.2.        Control de Resultados








2.1.2.1.     Objetivos misionales

2.1.2.1.1. Macroproceso Planes, Programas, Proyectos y Eventos Extraordinarios
El Consejo Superior de la Judicatura cuenta con un Plan Sectorial de Desarrollo de la Rama Judicial 2010-2014 denominado “Hacia una justicia eficiente, un propósito nacional”, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 79 y 85 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, en concordancia con lo dispuesto en la Ley 152 de 1994 sobre el Plan de Desarrollo. 

El Plan contiene cinco objetivos definidos dentro de cinco objetivos estratégicos de eficiencia y eficacia, calidad y competitividad, acceso, visibilidad y transparencia y fortalecimiento institucional, para los cuales se ejecutaron 35 proyectos de inversión, con 235 actividades por $268.378.6 millones. La evaluación practicada arrojó un nivel de cumplimiento del 72.8%.

Para el desarrollo de la auditoría, se verificó el grado de cumplimiento del Plan de Acción y de los indicadores reportados por la entidad. De los cinco objetivos estratégicos se evaluaron: 

Objetivo No.1. “Fortalecer el Acceso a la Justicia”. Gestión del programa “Modernización para la oralidad, para poner la justicia al día y para mejoramiento de procedimientos en el trámite judicial en las diferentes jurisdicciones, especialidades”, programa Modernización Tecnológica para apoyar la Oralidad, la descongestión, el mejoramiento de procedimientos y la desconcentración en civil y familia. Evaluación de la ejecución de la implantación de los archivos judiciales para oralidad en las especialidades penal, civil, laboral, de familia y de los observatorios de monitoreo de la Modernización Oralidad y Descongestión de la Justicia.

Objetivo No.2 de “Fortalecer la Eficiencia y Eficacia de la gestión judicial” Gestión desarrollada en formación judicial, programa para magistrados, jueces y empleados con la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”  y seguimiento al Plan Nacional de Capacitación de la vigencia 2014, frente a la cobertura y recursos invertidos. 

En cuanto al Plan de Descongestión se analizaron los recursos invertidos, de 2011 a 2014, frente al aumento o disminución de los inventarios de procesos (Civil y Familia) y el cumplimiento de los principios de celeridad y eficiencia. Dicho análisis se apoyó en los indicadores de descongestión y los mecanismos de evaluación implementados por el Consejo superior de la Judicatura en la aplicación de la medida.

Objetivo No. 4: Fortalecimiento del Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia, tema “Modernización del sistema de identificación de los profesionales del derecho, a través de la adopción de tarjetas profesionales inteligentes” y la Gestión de la Información Estadística en lo referente a “Evaluación, rediseño, ajuste puesta en operación, mantenimiento y capacitación a operadores por distrito Judicial del SIERJU para jurisdicciones especiales, garantizando captura y procesamiento de la Información e indicadores en forma descentralizada”.

Objetivo No. 5 “Fortalecimiento institucional”. Gestión del Sistema de Gestión de Calidad para el Fortalecimiento Institucional de la rama Judicial, para centros de apoyo administrativo y judicial y despachos judiciales. 

Cuadro. 7. Proyectos de Inversión evaluados a través de Contratos







(Cifras en millones de pesos)
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Fuente: Información del Sistema de Información para la Planificación –SPI del DNP y SIIF.
Seguimiento Circular No. 029 de 2014

La revisión del cumplimiento a la Circular Externa 029 de 2014 de la Contraloría General de la República, sobre remuneración a servidores públicos por servicios efectivamente prestados, se realizó a partir de las acciones adelantadas por la entidad mediante muestra y visita en las seccionales Bogotá – Cundinamarca y en los puntos de control de la auditoría.

La verificación permitió concluir que dentro de la muestra seleccionada, todos los nominadores presentan certificación donde dan fe del cumplimiento del horario y de las labores propias de sus colaboradores en los días de paro (octubre a diciembre de 2014), dichas Certificaciones se cruzaron con nómina, es decir, con su correspondiente pago. Se corroboró que los Jueces o nominadores de sus despachos, certificaron en unos casos que se laboró normal los días de pago a pesar de no poder entrar a sus juzgados. Otros nominadores certificaron no estar de acuerdo con el paro judicial, razón por la cual laboraron normalmente, dentro de las posibilidades de espacios y logística, evidenciándose que a estos se les canceló la nómina y prestaciones en los meses de octubre a diciembre de 2014, normalmente.

No se encontró dentro de los documentos allegados, ningún informe de los nominadores que demuestre que no laboraron o donde se reporte que algún juzgado no laboró en los días del paro.

No se evidenciaron órdenes de “no pago” de los salarios de los trabajadores que dejaron de laborar por Despacho Judicial, con sus respectivos soportes y se verificaron las novedades emitidas por los diferentes nominadores, para posterior pago producto de los días laborados en paro. Se verificaron solicitudes de algunos despachos, por reubicación, insumos, de los despachos judiciales en momentos de paro.

De otro lado, es preciso aclarar que la Fiscalía General de la Nación adelantó los días 09 de febrero y 14 de abril de 2015 trabajo de inspección por el cuerpo técnico del CTI – FGN, del cual a la fecha se desconocen sus resultados. Además, tampoco se ha declarado ilegal el paro judicial por ninguna autoridad gubernamental. 

Seccional Valle del Cauca: En relación con el cumplimiento de la directriz dada por la Contraloría General de la República del no pago de salarios a los funcionarios de la Rama Judicial que participaron del cese de labores del año 2014, se constató que solo los funcionarios del Circuito de Buga, y los de los municipios de Ginebra, Guacarí, Restrepo, Yotoco y Calima Darién participaron del cese de labores; en el resto del departamento no hubo paro judicial. De igual manera, se verificó que los empleados y funcionarios de la rama judicial de los municipios antes mencionados laboraron internamente sin atención al público, por tal razón, se cancelaron todos los salarios.

Seccional Villavicencio: En el Distrito Judicial de Villavicencio, los nominadores no realizaron reportes de novedades por parte de sus funcionarios durante el paro laboral de 2014, y se canceló la nómina a los funcionarios.  

La Seccional Medellín informó que los juzgados de esta jurisdicción no estuvieron en paro judicial durante 2014.
Resultados Nivel Central
Hallazgo No. 40. Cumplimiento Plan de Acción CSJ 2014

La Entidad reportó cumplimiento del Plan del 86%, lo reportado a Planeación Nacional en el Sistema de Seguimiento a Proyectos de Inversión SPI-DNP fue del 84.5%. La evaluación practicada arrojó un nivel de cumplimiento de las actividades del 72.8%. Los soportes de cumplimiento al Plan de Acción evidenciaron que la entidad sólo cumplió al 100%, 97 actividades, es decir, el 43% del total de las actividades, 13 actividades se realizaron entre el 8% y 44% y 38 actividades se ejecutaron con un cumplimiento del 50 al 99%. El CSJ no ejecutó 85 actividades debido a que a 54 actividades no se les asignaron recursos, 14 actividades no se ejecutaron debido a q los recursos en la vigencia fueron reducidos para apoyar las medidas de descongestión y 17 actividades no presentan justificación de su falta de ejecución. 
La entidad no soportó la justificación de las actividades no ejecutadas. Lo anterior impacta la gestión realizada por la entidad para el periodo auditado, evidenciándose debilidades en la ejecución de controles de seguimiento de las actividades propias de la función de planeación, inobservando lo establecido en los principios de la Ley 152 de 1994 y de los literales d, e y g del artículo 02 de la Ley 87 de 1993.

Hallazgo No. 41. Seguimiento a Proyectos de Inversión DNP 
Al verificar la información de avance a los Proyectos de Inversión del CSJ y reportada al Sistema del Proyectos de Inversión - SPI del DNP con corte diciembre de 2014, se observó que los proyectos de inversión ejecutados por la entidad, presentan un avance físico del 66% y un avance de Gestión del 85.4%. cifras que no cruzan con los datos de los formatos de seguimiento al Plan de Acción del CSJ, con lo reportado en el Informe al Congreso, la cuenta fiscal rendida a la CGR y las mediciones de la contraloría al Plan el cual dio un cumplimiento de su gestión del 72.8%, todas con corte a 31 de diciembre de 2014. Lo anterior desconociendo lo establecido en el literal b del artículo 7 del Decreto 2841 de 2010. Situación que denota debilidades en el registro, control y actualización de la información reportada incumpliendo el principio de Generación de Valor, impactando para la entidad la toma de decisiones relacionadas con los mismos. 

Hallazgo No. 42. Indicadores de Gestión Seguimiento al Plan de Acción 
El artículo 48 de la ley 190 de 1995 expone: “a partir de la vigencia de esta ley todas las entidades públicas de la Rama Ejecutiva deberán establecer, a más tardar el treinta y uno (31) de diciembre de cada año, los objetivos a cumplir para el cabal desarrollo de sus funciones durante el año siguiente, así como los planes que incluyan los recursos presupuestados necesarios y las estrategias que habrán de seguir para el logro de esos objetivos, de tal manera que los mismos puedan ser evaluados de acuerdo con los indicadores de eficiencia que se diseñen para cada caso (…).

Analizados los indicadores presentados por el CSJ en el formato de seguimiento al Plan de Acción de la vigencia 2014, se estableció que los Programas y Proyectos evaluados reportan indicadores de evaluación de la gestión institucional, conforme a lo establecido el Manual de Indicadores adoptado por la entidad bajo procedimiento de calidad. No obstante tales Indicadores no permiten medir la gestión de la entidad mediante alertas de riesgo, para establecer eficientemente y en tiempo real el grado de cumplimiento de las actividades y metas programadas en cada uno de sus Planes. Lo anterior se verifica al establecer el nivel de cumplimiento en la ejecución del Plan de Acción de la entidad, en cuanto a la incertidumbre que tiene la CGR acerca del valor total de los recursos invertidos para Descongestión Judicial 2010-2014 y el número de cargos creados para el mismo fin. Lo anterior dificulta el control de gestión de las entidades en la administración de los recursos públicos y la evaluación de sus procesos administrativos, a través de indicadores. Esta situación impacta el cumplimiento de los objetivos específicos del PSDJ 2010- 2014 y del Plan de Acción 2014 e impide el mejoramiento continuo.
Deficiencias similares en la construcción y medición de los indicadores establecidos en el Sistema de calidad en la Dirección Seccional Medellín tales como:

· Establecimiento de indicadores parciales, cuyos resultados deben combinarse para la medición integral del proceso: indicador de proyectos y actividades programadas vs proyectos y actividades ejecutadas. 

· Diseño de Indicadores con resultados similares: los indicadores de actividades y avance del Plan operativo, avance del plan operativo institucional, y cumplimiento objetivos del plan sectorial de desarrollo, que impactan el objetivo estratégico “Eficiencia y Eficacia”, registran el porcentaje de avance y cumplimiento del plan operativo institucional.

· De acuerdo con el “Informe de Revisión para la Alta Dirección” con corte a 31 de diciembre de 2013, a partir de la fecha se presentaron modificaciones en los parámetros de medición: Indicador del Objetivo “Fortalecimiento Institucional” y el Indicador del Objetivo “Confianza, Visibilidad y la Transparencia”: éste último se medirá a partir del 2013 por el número de hallazgos de la Contraloría General de la República. Sin embargo, la Seccional estableció en sus proyectos, mediciones a partir de las Comunicaciones Institucionales e Internas, sin considerar el nuevo referente para la construcción del indicador. 

Lo anterior se presenta, por deficiencias en los instrumentos de gestión, que no garantizan que ésta se constituya una efectiva herramienta para la toma de decisiones.
Hallazgo No. 43. Gestión de los proyectos Unidad de Infraestructura Física 

Al verificar la gestión de la ejecución de los contratos efectuados por la UIF vigencia 2014 y de las vigencias anteriores que ejecutaron recursos de 2014, se observó que para los Rubros de Adquisición y Construcción, el 100% de los proyectos sufrió tres o más prórrogas y al 46% se le aplicó alguna adición. Así como prorrogas y adiciones que fueron justificadas dentro de los términos que señala la Ley 80 de 1993. No obstante dichas prórrogas impactaron la ejecución del Plan de Acción de la vigencia auditada y el Plan Sectorial de Desarrollo de la Rama Judicial 2011-2014 en lo referente a la ejecución oportuna de las políticas de acceso (desconcentración Judicial, descongestión Judicial y Fortalecimiento de la Gestión Judicial), eficacia, eficiencia y Fortalecimiento Institucional. 
Lo anterior debido a que la entidad comenzó a ejecutar el inicio de obras al tercer trimestre de la vigencias estudiadas, por demoras, entre otras, en la ejecución del proceso precontractual, destinación de rubros de funcionamiento para apoyar medidas de Descongestión y por problemas estructurales y de otra índole de las obras que tardaron en ejecutarse alrededor de 8 a 10 meses, razón por la cual el cumplimiento del Plan de Acción 2014 para la UIF fue del 40%. Teniendo en cuenta lo anterior, se evidencian debilidades de planeación, seguimiento y control a la ejecución y cumplimiento en oportunidad de las metas del Plan de Acción, en concordancia con lo establecido en el literal C de los artículos 3 y 29 de la Ley 152 de 1994, en cuanto al acatamiento de metas, cobertura y calidad de los servicios de los planes de acción anuales, debido a que no se están aplicando oportuna y adecuadamente los controles de seguimiento a las metas realizadas para la vigencia.

Hallazgo No. 44. Cargos creados y rubros destinados para Descongestión Judicial 2010-2014 (D) 

El balance de las medidas implementadas y recursos invertidos para apoyar las medidas de descongestión, son consignados en el Informe anual rendido al Congreso de las República y en los demás informes presentados a Sala Administrativa de la Rama judicial, conforme a la Ley 270 de 1996. Al hacer seguimiento de las medidas y los recursos invertidos para descongestión en el cuatrienio 2010 - 2014, se observó que no hay correspondencia entre en las cifras reportadas por la Unidad de Análisis y Desarrollo Estadístico- UDAE, las reportadas por la Unidad de Planeación, y las consignadas en el Informe al Congreso 2014, presentándose incertidumbre sobre el costo de la medida y sobre los cargos creados. 

La Unidad de Planeación reportó que se ejecutaron recursos para esta medida por $470.470 millones. La UDAE reporta que se crearon 9.206 cargos por $470.152 millones. En el Informe al Congreso 2014, la UDAE reporta que se crearon 6.564 cargos por $470.424 millones.
Igual situación se presenta con las cifras que se muestran en los informes al Congreso de 2010 a 2013, las cuales no cruzan con el Informe “Balance Medidas de Descongestión 2010-2013” y con los datos reportados por la entidad como insumo para la elaboración del Informe de Políticas Públicas sobre Descongestión Judicial 2010-2013 a junio de 2014 realizado por la CGR. 
Según la UDAE para la ejecución del Plan 2013, la entidad invirtió recursos por $445.991 millones, para Planeación el costo de la medida fue de $446.649 millones y para la UDAE fue de $446.618 millones.

El artículo 04 del Acuerdo 257 de 1996 estableció como funciones a cargo de la UDAE, en su numeral 2 “Coordinar con las unidades y oficinas de la Sala Administrativa del CSJ y de la Dirección Ejecutiva la elaboración del Informe Anual al Congreso sobre el estado de Administración de Justicia, previo estudio y aprobación de la sala administrativa”, en el numeral 13 “Preparar y presentar a la Sala el plan de estadísticas judiciales”.

La situación descrita se debe a las debilidades de los sistemas de información, que afecta la toma la toma de decisiones gubernamentales para la política pública de Descongestión. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.  
Hallazgo No. 45. Divulgación Plan Nacional de Descongestión 
A pesar que el Plan Nacional de descongestión del periodo 2010-2014 (ampliado a 2016) es un documento público, no se encuentra publicado en el portal de la entidad ni en los sitios web, para la consulta de la ciudadanía en general, contraviniendo lo establecido en el código de ética y buen gobierno de la entidad numeral 3.2.3. Directrices de comunicación e información: “La sala administrativa se compromete a asumir la comunicación y la información como bienes públicos, a conferirles un carácter estratégico y a orientarlas hacia el fortalecimiento de la identidad institucional” y numeral 3.2.4. Directriz de responsabilidad con la comunidad “(…) así como cualquier otra información sustancial, deben ser dados a conocer y estar disponibles para la comunidad, la cual tiene derecho a informarse permanentemente de todos los hechos que ocurra dentro de la entidad…”, y artículo 2  Ley 1712 de 2014 Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional “Toda información en posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición constitucional o legal, de conformidad con la presente ley”. Esta situación se presenta por falta de coordinación entre las Unidades de la Sala administrativa, lo cual no permite el acceso y conocimiento a la ciudadanía de lo programado por la entidad en materia de descongestión.
Resultado punto de control - Seccional Medellín

Hallazgo No. 46. Metas Plan de Acción 

El artículo 04 del Acuerdo 2636 de 2004 del CSJ, define que el Plan Indicativo, deberá reflejar los programas, proyectos y subproyectos de cada unidad o dependencia responsable de la ejecución, en el periodo de cuatro años, especificando los resultados esperados anualmente y la medida de su realización con indicadores y metas. 
Así mismo, el Manual de Calidad, numeral 8.1 establece que cada proceso tiene identificados parámetros de medición (indicadores de gestión) que permiten hacerle seguimiento y en la ficha técnica los indicadores del Sistema de Calidad SIGC, se describen en forma detallada la información necesaria para su cálculo y análisis y aclara que cada líder de proceso es responsable de definir, dentro del Software las metas con base en análisis del comportamiento del indicador.

En los reportes del Software del Sistema Integrado de Gestión y Control de la Calidad-SIGC, se presentan metas y porcentajes de ejecución para cada indicador en los diferentes procesos que no se ven reflejados en el formato del Plan de Acción de la Seccional, para establecer el cumplimiento de los proyectos que lo integran. Lo anterior, por deficiencias de articulación y coherencia de la  información relacionada con la ejecución del plan de acción, que permita evaluar los resultados obtenidos y el aporte para el logro de objetivos institucionales en la vigencia. 

Hallazgo No. 47. Seguimiento Plan de Acción 

De conformidad con el artículo 10 del citado Acuerdo 2636 de 2004, “Las Unidades y Dependencias ejecutoras responsables velarán por la calidad técnica, la credibilidad y la transparencia de sus evaluaciones y las realizará con base a los planes, objetivos, criterios de eficiencia e indicadores cuantitativos y cualitativos de ejecución y desempeño. Igualmente, incorporarán los resultados de las evaluaciones en los programas y proyectos en ejecución, así como, en la etapa de preparación de nuevos proyectos”. Sin embargo se evidenciaron las siguientes situaciones:
· En la evaluación realizada a la ejecución del Plan de Acción 2014, de las diferentes dependencias o unidades ejecutoras de la Dirección Seccional de Medellín, a través de las Actas del Comité de Planeación, registros del Sistema de SIGC y los soportes suministrados por la Entidad, no se evidenció evaluación de eficiencia de los proyectos ejecutados en la vigencia, con base en los resultados de los objetivos e indicadores, debido a que el seguimiento se realiza sobre la base de la ejecución presupuestal y contractual lo que no refleja de manera integral el cumplimiento de los planes y proyectos institucionales. 

· El Plan Operativo y Plan de Acción de la vigencia 2014, para fortalecer la eficiencia y eficacia de la Gestión Judicial, tiene en la línea estratégica para mejorar la oportunidad y capacidad de respuesta de la administración de justicia, el proyecto de “Cancelación de cuentas inactivas y cumplimiento de la Circular y como objetivo de este dar cumplimiento a los Planes de Mejoramiento liderados por el Nivel Central cuya meta es realizar la cancelación de 50 cuentas inactivas de los juzgados que han sido objeto de reordenamiento”. Sin embargo, se constató que solo se cancelaron 40 cuentas inactivas, lo que representa el 90% de la meta establecida, afectando el grado de cumplimiento del plan de acción, por  falta de seguimiento y monitoreo. 

Hallazgo No. 48. Cumplimiento metas descongestión

Mediante los Acuerdos Nº PSAA14-10072, PSAA14-10195 y PSAA14-10197 del CSJ, fueron creados los Juzgados Civiles del Circuito de descongestión para la vigencia 2014, la mayoría cumplieron tanto en sus metas como en el reporte mensual de estadísticas judiciales a través del Sistema de Información Estadística de la Rama Judicial -SIERJU, excepto los juzgados 752 y 753 de Civil Circuito de Descongestión que no cumplieron con sus metas de tramitar 30 sentencias, 80 autos mensuales, auto que admite demanda o libra mandamiento de pago, auto que abre a prueba el proceso,  auto que pone fin al proceso por cualquier causa, auto que decide sobre incidentes, auto que resuelve objeción a la liquidación del crédito establecidas en los Acuerdos PSAA13-9991 y PSAA14-10195, razón por la cual fueron cerrados los juzgados en el primer trimestre del año 2015. 
Lo anterior, por deficiencias en la planificación de las medidas de descongestión y se genera porque no hubo seguimiento a las metas asignadas a cada juzgado, por lo que no se garantiza la efectividad en las medidas adoptadas.

Hallazgo No. 49. Inventario de procesos

La Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico del CSJ es la encargada de estudiar, analizar las medidas de descongestión y determinar la carga laboral o carga razonable a cargo de cada Despacho Judicial de acuerdo con la especialidad y competencia establecida mediante oficio UDAEOF12-1700 de 23 de julio de 2012. No obstante, el inventario de procesos ingresado durante la vigencia 2014, supera las cargas de trabajo debido a que debe atenderse las prioridades constitucionales como las acciones de tutela, incidentes de desacato, entre otras, sumandos a procesos repartidos por competencia. 
Cuadro No. 8. Estadísticas Judiciales Seccional Medellín
	JUZGADOS
	INVENTARIO INICIAL
	INGRESOS EFECTIVOS
	EGRESOS EFECTIVOS
	INVENTARIO FINAL

31-12-2014
	CARGA RAZONABLE

	Sala Civil Despacho N° 5
	127
	428
	471
	84
	100

	Sala Laboral Despacho N° 10
	83
	542
	547
	78
	100

	Juzgado 13 Penal C/to
	332
	1.701
	1.609
	424
	200

	Juzgado 3 Civil C/to
	549
	1.397
	1577
	368
	300

	Juzgado 35 Penal M/pal Función de Garantías
	7
	2.013
	2.011
	9
	80


Fuente: Información de estadísticas proporcionada por el SIERJU 

Lo anterior, refleja falta de efectividad de las medidas de descongestión, y en la capacidad de respuesta del Sistema Judicial a la creciente demanda de sus servicios, con el riesgo de vencimiento de los términos procesales. 

2.1.3  Control de Legalidad


2.1.3.1 Macroproceso Gestión de Defensa Judicial
Procesos: Gestión de la Acción de Repetición, Análisis del Riesgo Jurídico y recaudo sumas a favor

Gestión de Defensa Judicial
A 31 de diciembre de 2014, el total de las demandas en contra de la Entidad en el nivel central ascendió a 1.949, por un valor de $6.612.338 millones, de las cuales 138 están con fallo en contra, por $21.879 millones. Igualmente, la Entidad ha interpuesto 247 procesos de acción de repetición, donde 38 fueron interpuestas durante la vigencia 2014, por $5.432 millones. Se revisaron las 36 actas del Comité de Conciliación para verificar los soportes analizados para iniciar acciones de repetición y 6 acciones por $1.096 millones, que representa el 20%.

Cuadro No. 9
Procesos Pagados en 2010-2011-2012-2013- 2014










(Cifras en millones de pesos)

[image: image8.emf]AÑONo. ProcesosCapitalIndexaciónIntereses

Valor Total 

Pagado

Porcentaje 

intereses vs 

capital

20102099.526,7$         2.185,3$      3.673,6$        15.385,6$    39%

20112249.872,8$         1.721,3$      2.388,0$        13.982,1$    24%

201215610.505,6$       2.263,8$      4.403,8$        17.173,2$    42%

201317816.269,6$       1.590,5$      6.732,9$        24.593,0$    41%

201418618.140,0$       4.054,7$      7.910,0$        30.104,7$    44%

TOTAL95364.314,7$       11.815,6$    25.108,3$      101.238,6$  39%


Fuente: Informe pago de sentencias editado por equipo auditor

Hallazgo No. 50. Pago de intereses en sentencias ejecutoriadas 

Durante la vigencia 2014 se emitieron 186 resoluciones ordenando el pago de sentencias por $30.105 millones, de los cuales $7.910 millones corresponden a intereses por mora. La ejecutoria de las sentencias sujetas a pago fueron: una en 2014, 92 en 2013, 67 en 2012 y vigencias anteriores.

Al hacer análisis del pago de sentencias de 2010 a 2014, se evidencia que la Entidad no está dando aplicación a los principios de celeridad, economía, eficacia y eficiencia consagrados en el artículo 03 de la Ley 489 de 1998, ya que desde 2010 ha cancelado por concepto de intereses $25.108 millones que corresponden al 39% del valor total del fallo cancelado. 

Esta situación se presenta por déficit del presupuesto asignado en cada vigencia para esta erogación, es decir, la asignación presupuestal no incluye la totalidad de los recursos para atender los fallos ejecutoriados con requisitos plenos para pago, por lo que se presentan lapsos superiores a los establecidos en el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011 entre la ejecutoria y su pago, afectando el pago de otras obligaciones a cargo, generando causación y pago de intereses moratorios a los beneficiarios de los fallos, en contra del erario.
Adicional, al iniciar la  vigencia 2015, el CSJ cuenta con 580 fallos ejecutoriados por $96.150 millones, sin embargo, en el presupuesto de la vigencia fueron aprobados recursos por $46.000 millones para este rubro, lo que permite concluir que solamente se podrá atender el 48% de las obligaciones a cargo de la Entidad y que para las demás, se deberá esperar a la siguiente vigencia, lo que como se anotó, generará incremento en los intereses a pagar. 

Proceso Gestión de Cobro Coactivo
A 31 de diciembre de 2014 el CSJ tenía 48.345 procesos por cobro coactivo que ascienden a $10.990.517 millones de capital y $9.043.923 millones de intereses, para un total de $20.034.440 millones. Durante la vigencia se recaudaron por este concepto $14.782 millones, que representa el 0.7%, que si bien es cierto es un porcentaje bajo, no podemos desconocer la realidad de la procedencia de dichas multas, lo cual las hace de entrada de difícil cobro.

Hallazgo No. 51. Cobro de cartera
Al revisar una muestra de 23 expedientes de cobro coactivo por $84.916 millones se evidencia que a pesar que los funcionarios realizan las gestiones de cobro como emisión de mandamientos de pago (algunos sin notificación) y se hace investigación de bienes (en la mayoría de los casos infructuosa), no se encuentra soporte  de acciones tendientes a la ejecución del crédito y a la recuperación de la cartera, de conformidad con el numeral 11 y siguiente de la Resolución No. 1809 de 2007 del CSJ, en el sentido de verificar la inscripción de la medida de embargo, designar secuestre, proceder al remate del bien, y continuar con las acciones tendientes al recaudo de las sumas. Situación generada en deficiencias en la gestión adelantada por la División de Fondos Especiales y Cobro Coactivo como lo establecen las normas internas y externas de cobro coactivo, que no permite la recuperación de los saldos adeudados a la Nación.
Resultado punto de control Seccional Villavicencio

Hallazgo No. 52. Consistencia de la información procesos de cobro coactivo
Del análisis realizado a los procesos de cobro coactivo seleccionados, así como a la consistencia de la información de las resoluciones mediante las cuales se declaró terminado los procesos ejecutivos por jurisdicción coactiva durante la vigencia 2014 y enero de 2015, se evidenciaron inconsistencias en la información respecto a los procesos prescritos, debido a que en algunos casos no coincide la información registrada en las resoluciones de prescripción con los reportados a contabilidad, y en otros, se observan diferencias en los procesos de las bases de datos anteriores, así como en la liquidación de intereses, como se describe a continuación:

a.   Valor de prescripciones. Mediante las Resoluciones No. 160 del 23 de septiembre de 2014 y No. 095 del 25 de junio de 2014, se prescribieron 164 procesos de cobro coactivo por valor de $121.127,9 millones y $61.576.4 millones, respectivamente. Al respecto se observó:

· En la Resolución No. 160 de septiembre 2014 se incluyó el proceso 50001129000020090001700, el cual no se encuentra en la base de datos de procesos de cobro coactivo con corte al segundo trimestre de 2014, ni en el reporte de Contabilidad. 
· El proceso No. 50001129000020070018200, se incluyó en la Resolución No. 095 de 2014 y en el informe a contabilidad, por $40.919,7 millones. Sin embargo, el proceso no se encontraba incluido en la base de datos de cobro coactivo con corte al primer trimestre de 2014.
· Cuatro procesos
 por $370 millones, fueron prescritos en la Resolución No. 095 del 25 de junio de 2014. Sin embargo, en el reporte al área de Contabilidad no se reportan valores por  ningún concepto y  tampoco se encontraban incluidos en la BD de cobro coactivo con corte al primer trimestre de 2014.

b.  Liquidación de Intereses. A 31 de diciembre de 2014 se encuentran catorce (14) procesos de vigencias anteriores en los cuales el valor del saldo por recaudar es igual al valor neto de la obligación, es decir que no se han liquidado costas ni intereses desde la ejecutoria de las sentencias que impusieron las multas, ni registran ningún recaudo.  El valor de las obligaciones de estos procesos asciende a $80.9 millones.

Igualmente, se observó una diferencia de $1.011 millones en el valor de los intereses liquidados a 36 procesos incluidos en la Resolución 095 del 25 de junio de 2014, respecto a los valores reportados en la base de datos - Formato informe de gestión F-AFP-04  con corte al primer trimestre de 2014.  En esta última, el valor de los intereses es superior  a pesar de que la fecha de liquidación trimestral es anterior a la prescripción. 

c.   Modificación Valor de multa. En el Proceso No. 50001129000020120022700, el Juzgado Primero Penal del Circuito impuso multa de $66.667. No obstante, mediante Resolución No. 0273 del 02-11-2012, se libró mandamiento de pago en contra del sancionado, por la cantidad líquida de $37.780 millones, es decir, se calculó el valor de la multa en SMMLV y no en pesos como lo estableció la providencia del juez. Al respecto, la Entidad menciona que esta situación se presentó por un error de digitación y que la misma “ya había sido advertida por la auditoría interna de la Dirección Seccional”. No obstante, en ninguno de los informes de auditoría interna suministrados al equipo auditor, hay información sobre esta inconsistencia.

Las situaciones descritas se deben a que la Seccional no cuenta con una herramienta o aplicativo informático que permita tener control o alertar sobre los procesos de cobro coactivo que están próximos a prescribir, y deficiencias en los mecanismos de control establecidos lo cual genera inconsistencias en la calidad de la información de cobro coactivo.
2.1.4.  Opinión a la Razonabilidad de los Estados Financieros
2.1.4.1. Macroproceso Gestión Financiera, Presupuestal y Contable
2.1.4.1.1. Procesos Reconocimiento y  Revelación de los Estados Contables 
1.1. Proceso Revelación de los Estados Contables 

Comparada la información contable y financiera a 31 de diciembre de 2014 con  el 2013, el Consejo Superior de la Judicatura, presenta las siguientes variaciones: 
Cuadro N° 10
Comparativo Estados Contables 2014-2013

                                                                                (Cifras en millones de pesos)
	CONCEPTO
	2014
	2013
	VARIACIÓN 

	Activo 
	     21.922.211 
 
	18.638.719
	3.283.492

	Efectivo
	              19.063 
	 21.232
	(2.169)

	Deudores
	     20.182.388
 
	17.015.896
	3.166.492

	Propiedad, planta y equipo
	          838.563
 
	718.681
	119.882

	Otros activos
	             882.196

 
	882.910
	(713)

	Pasivo 
	          2.451.490

 
	         1.876.773
 
	574.717

	Cuentas por pagar
	            203.974

 
	131.795
	72.179

	Obligaciones Laborales
	         140.943
 
	112.122
	28.821

	Pasivo estimados
	         2.104.771

 472.474.958,00
	         1.632.296
 
	472.475

	Otros Pasivos
	                1.802

 
	560
	1.242

	Patrimonio
	      19.470.720 

 
	16.761.946
	2.708.775

	
	
	
	

	Ingresos 
	    11.882.226
 
	8.030.530
	3.851.695

	Gastos
	     3.643.348

	3.203.310  
	440.037


     Fuente: Estados Contables comparados del Consejo Superior de la Judicatura

Los activos a diciembre 31 de 2014 por $21.922.211 millones presentaron un aumento de $3.283.492 millones. Asimismo, los pasivos por $2.451.490 presentaron un aumento de $574.717 millones. El patrimonio por $19.470.720 millones aumentó en $2.708.775 millones. (Aumentos en términos constantes)

Alcance de la Auditoría en el Nivel Central: Los deudores, la propiedad planta y equipo y los pasivos estimados se revisaron al 100%, es decir, se revisó el 96% de los activos y el 85% de los pasivos. 

Específicamente, el alcance correspondió a las cuentas contables de Activos: Deudores (Ingresos no Tributarios: Multas e Intereses) y Propiedades, Planta y Equipo (Edificaciones, Equipos de Comunicación y Computación) y Anticipos.

En lo referido a los Pasivos se auditó el 9.62% con respecto al total de Activos y el 96.2% del Pasivo. La cuenta auditada de los pasivos fue Pasivos Estimados-Provisión para contingencias.

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Medellín, para la vigencia 2014, en sus Estados Financieros, presentó un total de Activos de $4.710.695 millones, Pasivos de $242.390 millones y Patrimonio de $4.468.400 millones, dentro de los cuales se evidenciaron subestimaciones por $2.008.781 millones y sobrestimaciones por $1.791.762 millones, que equivale al 45% del total de los Activos.
Se realizaron pruebas en las cuentas de Deudores, Propiedad, Planta y Equipo y Demandas, Combustibles y Lubricantes, Materiales y Suministros, Mantenimiento, Servicio de aseo, seguridad y vigilancia, Arrendamientos y Viáticos y Gastos de Viaje, igualmente, se evaluó la cuenta Depósitos Judiciales en las Seccionales, Tribunales y Juzgados seleccionados.

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Medellín, cuenta con una cartera en cobro coactivo, a 31 de diciembre de 2014 por $4.5 billones, donde se eligieron aleatoriamente Deudores para la muestra de auditoria. 
El activo total de la Unidad ejecutora 2 de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Medellín, a diciembre 31 de 2014 es de $132.234 millones y la muestra seleccionada fue de $42.187 millones la cual representó el 32% del total.

Los activos a diciembre 31 de 2014 de la Seccional Cali, fueron $1.464.939.8 millones presentando un aumento de $727.296.3 millones, los pasivos por $146.255.2 millones presentaron un aumento de $7.579.1 millones. Asimismo, el patrimonio aumentó en $81.891.8 millones, equivalentes al 98.6%, 5.47% y 16.19%, respectivamente, con relación al año anterior
El alcance se determinó mediante muestreo así: 99.8% de las cuentas contables de activo: 1401 Deudores (Ingresos no Tributarios: Multas e Intereses) y 16 Propiedades, Planta y Equipo (1640 Edificaciones, 1670 Equipos de Comunicación y Computación).

En lo referido a los Pasivos se auditó el 9.6% con respecto al total de Activos y el 96.2% del Pasivo.  Las cuentas seleccionadas de los pasivos son: 2710 Pasivos Estimados-Provisión para contingencias. Asimismo, las Cuentas de Orden Acreedoras (9120 Litigios y Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos).

Los activos a diciembre 31 de 2014 de la Seccional Villavicencio, fueron $635.235,8 millones presentando una disminución de $130.005,3 millones, los pasivos fueron $60.615,4 millones presentando un aumento de $17.068 millones y el patrimonio de $574.619,4 millones. Asimismo, el patrimonio disminuyó en $147.073,2 millones con relación al año anterior.

La auditoría se focalizó en los procesos de registro de los Grupos 14 -Deudores, 16 –Propiedad, Planta y Equipo, 27 – Pasivos estimados, 41 – Ingresos Fiscales, 31 – Hacienda Pública, así como las cuentas de resultado directamente relacionadas dentro del registro de estas operaciones. De igual forma, se examinaron las cuentas de Orden Deudoras y Acreedoras (derechos contingentes y responsabilidades contingentes). Estas cuentas fueron escogidas con base en la representatividad dentro de los estados financieros.

La muestra evaluada representa el 97% de los activos, el 95% del pasivo y el 12,4% del patrimonio.

Resultados Nivel Central
Hallazgo No. 53. Conciliación de Información Propiedad Planta y Equipo

El numeral 3.8 de la Resolución 357 de 2008. Conciliaciones de información, expone que: “Deben realizarse conciliaciones permanentes para contrastar, y ajustar si a ello hubiere lugar, la información registrada en la contabilidad de la entidad contable pública y los datos que tienen las diferentes dependencias respecto a su responsabilidad en la administración de un proceso específico”. Para el caso, los datos de inventarios tienen diferencias con la contabilidad como se muestra en los siguientes ítems:

· Propiedad Planta y Equipo diferente a Terrenos, Construcciones en Curso y Edificaciones

El valor en el Balance de los bienes: Redes líneas y cables, Maquinaria y Equipo, Equipo médico y Científico, Muebles y Enseres, Equipo de Cómputo y Hotelería, suma $329.021 millones mientras que los inventarios, totalizan por esos bienes: $326.099 millones. Lo cual representa una sobrestimación de la cuenta Propiedad, Planta y Equipo y sobrestimación de la cuenta 3105 –Capital Fiscal por $2.922 millones.

La depreciación en inventarios de los Edificios,  Redes líneas y cables, Maquinaria y Equipo, Equipo médico y Científico, Muebles y Enseres, Equipo de Cómputo, Hotelería y Vehículos es de $356.395 millones mientras que en el Balance es de $377.567 millones. Lo que representa una sobrestimación en las cuentas 1685 -Depreciación Acumulada y en la cuenta 3105 –Capital Fiscal de $21.172 millones.

· Construcciones en curso

La cuenta 1615 Construcciones en Curso del balance, a 31 de diciembre de 2014, no incluye $1.864 millones correspondiente a la inversión realizada en el Palacio de Turbo (Antioquia) según el Contrato No. 166 de 2007. Esto subestima la cuenta 1615 –Construcciones en curso y la cuenta 3105 - Capital Fiscal en este valor.

· Vehículos

· El valor de los vehículos, cuenta 1675 en el Balance, es de $45.855 millones mientras en el inventario es de $49.094 con lo cual esta cuenta contable está subestimada al igual que la Cuenta 3105 Capital Fiscal en $3.239 millones y por ende una subestimación en la Cuenta 1685 – Depreciación Acumulada por $117 millones y en su contrapartida cuenta 3105 – Capital Fiscal.

· En las Seccionales Ibagué, Cali, Medellín, Riohacha y Tunja se presentan inconsistencias como depreciaciones superiores o inferiores a las establecidas como vida útil, falta de depreciación, y bienes sin fecha de adquisición ni depreciación.

· Bienes en Bodega 

Los bienes en bodega tomados del nivel central (general) y las 21 seccionales suman $83.900 millones mientras que la cuenta 1635 – Bienes en Bodega del balance totaliza $57.279 millones, para una diferencia de $26.621 millones que se constituye en una subestimación en las cuentas 1635 Bienes en Bodega y 3105 Capital Fiscal.

Estas diferencias se generan en deficiencias de control interno contable en la conciliación de cifras que afecta la razonabilidad de las cifras presentadas en el balance. Connotación Administrativa.

Hallazgo No. 54. Bienes retirados en bodega

Según el Catálogo de Cuentas del Manual de Procedimientos, la cuenta 1635 “Representa el valor de los bienes muebles, adquiridos a cualquier título, que tienen la característica de permanentes y cuya finalidad es que sean utilizados en el futuro, en actividades de producción o administración, por parte de la entidad contable pública, en desarrollo de sus funciones de cometido estatal. En esta cuenta no deben registrarse los bienes que se retiran del servicio de manera temporal o definitiva”. Adicional, la cuenta se acredita con: El valor de los bienes muebles puestos en servicio, lo que deja claro que la cuenta 1635 es una cuenta de tránsito entre la adquisición de los bienes y a asignación a quienes serán los responsables de los mismos.

Además del control interno contable estipulado en la Resolución No. 357 de 2008 de la Contaduría General de la Nación, el citado Manual de Procedimiento Contable, establece el procedimiento para el reconocimiento y revelación de hechos relacionados con las propiedades, planta y equipo, entre otros aspectos, lo siguiente:

“Los bienes inservibles, los destruidos total o parcialmente y los bienes perdidos se retiran de los activos debitando las subcuentas que correspondan.  El control de los bienes inservibles o destruidos total o parcialmente se registran en las cuentas de orden deudoras”
Es así como, en la Seccional Cali se determinaron, a 31 de diciembre de 2014, bienes obsoletos e inservibles registrados en la cuenta 1635-Bienes Muebles en Bodega que no se han dado de baja de inventarios, por $4.187.7 millones. 

También se evidenció que a pesar de que la Seccional practicó tomas físicas de inventarios de bienes a 31 de diciembre de 2014, sólo lo hizo de manera parcial.
A nivel nacional, y de los listados de las seccionales, (excluyendo Cali), se evidenció que aparecen en los registros de bodega que alimentan la cuenta 1635 –Bienes muebles en bodega, totalmente depreciados así: muebles: $965.2 millones, equipo de cómputo $7.028 y vehículos $592.4 millones para un total de $8.585.7 millones. 

Estas inconsistencias representan una sobrestimación en las cuentas 1635- Bienes en Bodega y 3105 Capital Fiscal por $12.773.4 millones.

Hallazgo No. 55. Conciliaciones de Información en procesos de cobro coactivo y en contra

El numeral 3.8 de la Resolución 357 de 2008 expone que: “Deben realizarse conciliaciones permanentes para contrastar, y ajustar si a ello hubiere lugar, la información registrada en la contabilidad de la entidad contable pública y los datos que tienen las diferentes dependencias respecto a su responsabilidad en la administración de un proceso específico”. 

· La cuenta contable 1401- Deudores - Multas tiene $10.999.839 millones mientras en la relación de Cobro Coactivo $10.990.517 millones. Esto debido a deficiencias de control interno contable que genera una sobrestimación en la cuenta 1401 de $9.322 millones y una sobrestimación en la cuenta 4110 Ingresos No tributarios.

· La cuenta 9120 Cuenta de orden Deudores se encuentra sobrestimada toda vez que registra $22.485 millones por transcripción de cifras o por procesos donde además del CSJ están demandadas otras Entidades pero el CSJ incluye el valor total. Contrapartida 9905 Responsabilidades contingentes por contra. Este valor no impacta la opinión contable ya que las cuentas de orden son cuentas informativas.

Estas diferencias se generan en deficiencias de control interno contable en la conciliación de cifras que afecta la razonabilidad de las cifras presentadas en el balance. 

Hallazgo No. 56. Prescripción de cartera

El artículo 817 del Estatuto Tributario
, sobre el Término de prescripción de la acción de cobro expone: “La acción de cobro de las obligaciones fiscales, prescribe en el término de cinco (5) años, contados a partir de: (…) 4. La fecha de ejecutoria del respectivo acto administrativo de determinación o discusión. La competencia para decretar la prescripción de la acción de cobro será de (…) los servidores públicos de la respectiva administración en quien estos deleguen dicha facultad y será decretada de oficio o a petición de parte”.

Adicional, el numeral 3.1. Depuración contable permanente y sostenibilidad de la Resolución 357 de 2008 expone que: “Las entidades contables públicas cuya información contable no refleje su realidad financiera, económica, social y ambiental, deben adelantar todas las veces que sea necesario las gestiones administrativas para depurar las cifras y demás datos contenidos en los estados, informes y reportes contables, de tal forma que estos cumplan las características cualitativas de confiabilidad, … de que trata el marco conceptual del Plan General de Contabilidad Pública.

(…) 

En todo caso, se deben adelantar las acciones administrativas necesarias para evitar que la información contable revele situaciones tales como:

b) Derechos u obligaciones que, no es posible realizarlos mediante la jurisdicción coactiva.

No obstante, la cartera del Consejo Superior de la Judicatura, registrada a su vez en los activos del balance, incluye a 31 de diciembre de 2014, valores prescritos, por valor de $4.271.196 millones. 

Esto debido a, desde el punto de vista jurídico, deficiencias en el seguimiento y control a los términos para ejercer la acción de cobro y posterior prescripción, desde el punto de vista contable, a deficiencias para adelantar las acciones pertinentes para depurar la información contable, así como implementar los controles que sean necesarios para mejorar la calidad de la misma.

Esto ocasiona una sobreestimación en las cuentas 1401 – Deudores Multas por $4.271.025 millones y 1470 – Deudores Otros Deudores por $171 millones. A su vez, una sobrestimación en la cuenta 3105 Capital Fiscal por $4.271.196 millones.

Hallazgo No. 57. Depuración de anticipos

El numeral 3.1. de la Resolución 357 de 2008 de la Contaduría General de la Nación, acerca de la Depuración contable permanente y sostenibilidad expone “Las entidades contables públicas cuya información contable no refleje su realidad financiera, económica, social y ambiental, deben adelantar todas las veces que sea necesario las gestiones administrativas para depurar las cifras y demás datos contenidos en los estados, informes y reportes contables, de tal forma que estos cumplan las características cualitativas de confiabilidad, relevancia y comprensibilidad de que trata el marco conceptual del Plan General de Contabilidad Pública”. 

No obstante en la cuenta 1420 – Avances y anticipos entregados aparecen anticipos para proyectos de Inversión pendientes de legalizar que fueron entregados entre los años 2005 y 2008 por $1.566 millones y que conforme a las notas a los estados financieros, la justificación para que permanezcan en la contabilidad es: (…) “de los que se ha solicitado la información soporte para proceder al registro contable, pero que por su antigüedad no ha podido encontrarse soportes ni adelantar acciones legales”.

Esto debido a falta de gestión por parte del Comité de Saneamiento Contable para llevar a cabo las acciones necesarias para depurar las cifras susceptibles de este proceso, que sobrestima las cuentas 1420 - Avances y anticipos entregados y 3105 Capital Fiscal, en $1.566 millones.

Hallazgo No. 58. Provisión Procesos en Contra

La Circular DEAJ-12-2438 de 06 de septiembre de 2012 define la calificación de “riesgo jurídico” para los procesos en contra de la Entidad, esto para efectos de efectuar la provisión sobre los mismos. No obstante, se evidenciaron deficiencias en la calificación de procesos conforme a su estado procesal, situación que afectó el cálculo de la provisión y su correspondiente registro. Esto hizo que la cuenta 2710, en lo que corresponde al nivel central o general, tenga una subestimación por $1.720 millones, una sobreestimación de $39.095 millones, y una sobrestimación en la cuenta 3105 de $37.375 millones.

Resultado Punto de Control - Seccional Medellín
Hallazgo No. 59. Prescripción de Depósitos Judiciales 

El artículo 9° de la Ley 66 de 1993, establece: “Conforme al procedimiento que establezca la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, el valor de los depósitos judiciales prescribirá a favor del Tesoro Nacional si transcurridos dos (2) años, contados a partir de la terminación definitiva del correspondiente proceso, no hubieren sido reclamados por sus beneficiarios. Parágrafo. Los depósitos judiciales efectuados por causas o motivos laborales, prescribirán a favor del Tesoro Nacional, si transcurridos tres (3) años contados a partir de la fecha del depósito, no se hubiere iniciado proceso judicial alguno por parte del beneficiario, tendiente a obtener su entrega”. 

Sin embargo, en el reporte de Títulos del Juzgado del Tribunal Administrativo de Antioquia, existen títulos judiciales desde el año 1969 por valor de $23.195 millones, sobre los cuales no se ha declarado la prescripción por parte del juez. Esta situación subestima las cuentas 4815 Ingresos por Ajustes a Ejercicios Anteriores y 5705 – Fondos Entregados.

Resultado Punto de Control - Seccional Cali 

Hallazgo No. 60. Reintegros Cuenta Deudores

La cuenta 1470- Otros Deudores, a diciembre 31 de 2014, registra un saldo por error de $3.896.2 millones, al reclasificar los cheques que fueron reintegrados a la Dirección del Tesoro Nacional. La Seccional del CSJ efectuó el ajuste por el mayor valor contabilizado posterior al cierre contable, así que a pesar que la entidad realizó el ajuste en la vigencia 2015, afectó el saldo de la cuenta a 31 de diciembre de 2014.

Por lo anterior, la cuentas 1470 - Otros Deudores y 3105 - Patrimonio-Capital Fiscal se encuentran sobreestimada en $3.896.2 millones. Esta situación se genera en deficiencias en los procedimientos de control interno del área financiera en cuanto a evaluación y seguimiento para garantizar la calidad de la información contable al cierre de la vigencia.  

Hallazgo No. 61. Información de Deudores

En la revisión del reporte de deudores, a diciembre 31 de 2014, se encontraron las siguientes inconsistencias: 

· El informe que alimenta la contabilidad incluye un deudor identificado con CC.N°94.449.976 con deuda por $305.6 millones, a pesar de que según Resolución 0486 de 01 de diciembre de 2014 debió haber sido retirado.

· Los deudores identificados con cédulas Nos. 13.006.858, 94.498.589 y 83.044.338 cuyas deudas suman $189.6 millones, se encuentran fallecidos lo que hace incobrables estas deudas.

Situación ocasionada en la falta de seguimiento y control del área Jurídica a los deudores en la vigencia respectiva. Estas deficiencias representan una sobreestimación en la cuenta Deudores 1401 Ingresos Tributarios-Multas e Intereses y en la cuenta 3105  Patrimonio-Capital Fiscal por $495.2 millones.

Hallazgo No. 62.  Conciliación saldos Cuentas por Pagar

A diciembre 31 de 2014 en las cuentas 2425 Acreedores: Aportes a Fondos Pensionales, Aportes a Seguridad Fiscal, Aportes al ICBF, SENA y Cajas de Compensación, Cooperativas, Embargos Judiciales y Otros Acreedores presentan diferencias en los saldos reflejados entre Tesorería y Contabilidad, teniendo en cuenta que los registros automáticos realizados por SIIF, no siempre reflejan los registros contables correspondientes.
Cuadro N° 11
Diferencias Tesorería-Contabilidad

                                                                                                (Cifras en millones de pesos)
	Cuenta 

Contable
	Saldo Estados Contables

a 31-12-2014
	Saldo Tesorería

a 31-12-2014
	Diferencia

	Aportes a Fondos Pensionales
	90.372
	89.119
	1.253

	Aportes a Seguridad Fiscal
	32.631
	41.589
	(8.958)

	Aportes al ICBF, SENA Cajas de C
	104
	0
	104

	Cooperativas
	165.650
	150.612
	15.039

	Embargos Judiciales
	347.594
	293.652
	53.947

	Otros Acreedores
	285.324
	281.534
	3.789

	TOTAL
	921.675
	856.505
	65.170


     Fuente: Información reportada por Área Financiera a 31-12-2014

Lo anterior se presenta por deficiencias de control interno contable relacionados con la conciliación de la información entre nivel central y la Seccional, en cuanto a la generación de ordenes de pago no presupuestales, lo que generó una sobrestimación en las Cuentas por Pagar- 2425 Acreedores en cuantía de $65.2 millones y su contrapartida 3105 Capital fiscal.  
Resultado Punto de Control Seccional Villavicencio

Hallazgo No. 63. Recaudos Arancel Judicial

El Marco Conceptual contenido en el Plan General de Contabilidad Pública, del Régimen de Contabilidad Pública, Establece:

“7. Características Cualitativas de la Información Contable Pública.

102. La información contable pública está orientada a satisfacer con equidad las necesidades informativas de sus usuarios reales y potenciales, quienes requieren que se desarrolle observando las características cualitativas  de Confiabilidad, Relevancia y Comprensibilidad. Las  características cualitativas que garantizan la Confiabilidad son la Razonabilidad, la Objetividad y la Verificabilidad; con la Relevancia se asocian la Oportunidad, la Materialidad y la Universalidad; y con la Comprensibilidad se relacionan la Racionalidad y la Consistencia.”

De otra parte, la Resolución 357 de 2008 Por la cual se adopta el procedimiento de control interno contable y de reporte del informe anual de evaluación a la Contaduría General de la Nación en los numerales 3.1, prescribe: “3.1. Depuración contable permanente y sostenibilidad.

Las entidades contables públicas cuya información  contable no refleje su realidad financiera, económica,  fiscal y ambiental, deben adelantar todas las veces que sea necesario las gestiones administrativas para depurar las cifras y demás datos contenidos en los estados, informes y reportes contables (….)”

Analizadas las cuenta de Ahorro de la Oficina Judicial de esta Seccional en que se manejan los recursos de arancel judicial (recaudos por concepto de pago de notificaciones, certificaciones y otros conceptos que maneja la Oficina Judicial),  a 31 de diciembre de 2014  se encontraron partidas conciliatorias de considerable antigüedad (consignaciones por identificar de más de 10 años) en cuantía de $122.3 millones, sobre las cuales no se ha realizado su respectivo ajuste contable.
Cuadro N. 12 

Saldos en cuenta de ahorro de arancel judicial

(Cifras en millones de pesos)
	Nº Cuenta Bancaria
	Saldo Según Extracto
	Registro Contable
	Consignaciones Por Identificar

	22041072026-2
	4,58
	3,75
	0,899

	22041072035-3
	93,76
	30,36
	63,39

	0013-0352-11-02003971
	135,92
	77,89
	58,02

	TOTAL MES
	234,28
	112,01
	122,32


Fuente: Conciliaciones Bancarias a 31 de diciembre de 2013

Esta  situación es recurrente y se origina por la falta de seguimiento y control a las partidas conciliatorias de considerable antigüedad, lo cual afecta la presentación de los estados contables, al subestimar la cuenta 1110 – Depósitos en Instituciones Financieras en $122,3 millones correspondiente a las consignaciones pendientes de identificar, así como las respectiva cuenta de ingresos 4110- Ingresos no tributarios, por el mismo valor.

Hallazgo No. 64.  Recaudos  Cobro Coactivo

El principio de Registro del Régimen de Contabilidad Pública, determina: “Los hechos financieros, económicos, sociales y ambientales deben contabilizarse de manera cronológica y conceptual observando la etapa del proceso contable relativa al reconocimiento, con independencia de los niveles tecnológicos de que disponga la entidad contable pública”
Durante la vigencia 2014, la Dirección Seccional Villavicencio recaudó, por concepto de pagos de multas, intereses, costas y gastos recursos, en la cuenta corriente DTN Multas y Cauciones, Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional  - DGCPTN Nº 3-0070-00030-4 del Banco Agrario de Colombia,  un total de $65,7 millones, sin embargo, solo registró contablemente $4,4 millones. De esta manera se se sobreestima la cuenta 1401 Deudores en $61,3 millones y se sobrestimada la cuenta 3105 – Capital Fiscal – traslado entre unidades, de una misma entidad pública – Fondos, por el mismo valor.

Esta condición evidencia deficiencias en los mecanismos de control interno que no permiten detectar errores en los registros contables, mostrando saldos que no corresponden. Al respecto,  mediante Circular DEAJC14-93 de 13 de agosto del 2014, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial unifica las instrucciones sobre el manejo contable de los recaudos transferidos al Tesoro Nacional, como  respuesta al informe de auditoría de la CGR 2013 y  a partir de la vigencia de la circular se empieza el registro en la cuenta 310501013 – Capital Fiscal – traslado entre unidades, de una misma entidad pública – Fondos. 

2.1.4.1.2. Control Interno Contable
El resultado dado en la aplicación de la Matriz de evaluación de la calidad y eficiencia del control interno, establecida en la Guía de Auditoría, para el Macroproceso Gestión Financiera, presupuestal y contable, proceso Revelación de los estados contables y financieros, genera una calificación “CON DEFICIENCIAS”, evidenciándose en términos generales que los controles implementados para los procesos contables auditados existen, se aplican pero presentan deficiencias, resultado de las diferentes debilidades de control detectadas durante el proceso auditor mencionadas en este informe correspondiendo especialmente a la calidad de los insumos suministrados por las diferentes dependencias.
Cuadro No. 13. 

Eficiencia del Control Interno por factores de riesgo
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Nivel de EFICIENCIA del proceso contable

CON DEFICIENCIAS


Situación reflejada en los resultados de Auditoría planteados en el presente informe, de los cuales se destacan debilidades que se describen a continuación: 

· Debilidades en la calidad de los insumos que alimentan la contabilidad

· Debilidades en los inventarios de bienes muebles y vehículos

· Bienes retirados no explotados ya obsoletos en contabilidad

· Cartera prescrita aún registrada en la cuenta de activos
· Pocos servidores públicos para atender la prescripción de los procesos en cobro coactivo
Al igual, se observaron fortalezas como:

· El valor de las propiedades planta y equipos esta actualizado conforme a los avalúos catastrales

· La Entidad cuenta con los respectivos documentos para soportar los registros contables.

· Los registros se realizan de conformidad con los asientos contables del SIIF II Nación, lo cual permite un control de los movimientos contables de la entidad.

· Los registros se realizan de acuerdo a los principios y normas establecidas en el Régimen de Contabilidad Pública.

· El registro de las transacciones, hechos y operaciones reflejados en los libros de contabilidad se realizan mediante la elaboración y asientos de los comprobantes de contabilidad y sus respectivos soportes.
Resultados Nivel Central
Relación de hallazgos que impactaron la calificación de control interno contable o generaron Incertidumbres
Hallazgo No. 65. Bienes retirados no explotados

Dentro de las “actividades mínimas por desarrollar” establecidas en la Resolución 357 de 2008 de la Contaduría General de la Nación -CGN, está, dentro de la “identificación”, el “Realizar periódicamente toma física de inventarios y conciliación de saldos con los registros contables”. Adicional, la cuenta de orden 8315 del Catálogo de Cuentas del Manual de Procedimientos establecido por la CGN, “Representa el valor de los bienes retirados del servicio por destrucción o por encontrarse inservibles. Así mismo registra los bienes totalmente depreciados, agotados o amortizados los cuales han sido retirados del servicio por no encontrarse en condiciones de uso. (…)”. No obstante en la cuenta 1637 - Bienes retirados no explotados, se registran equipos de cómputo totalmente depreciados, en cantidad indeterminada, que por su atraso tecnológico, fueron retirados del uso del CSJ y a los que no se les ha dado de baja.  

Hallazgo No. 66. Intereses de multas

En la Circular DEAJC-14-93 de 13 de agosto de 2014 de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, el numeral B numeral 2 Intereses y costas de multas por cobrar expone: “Atendiendo al principio de la prudencia, los ingresos por intereses de mora sólo se deberán reconocer en las cuentas de balance y resultado en la medida que se determina la certeza del derecho de cobro, a partir de la posibilidad y recaudo del mismo. Este saldo corresponderá con el de la subcuenta 140103 –Intereses, de la cuenta 1401 Deudores – Ingresos No Tributarios”.

En este sentido ya el numeral 266 del Plan General de Contabilidad Pública había expresado que: “Los intereses de mora derivados de los derechos, por estar sometidos a situaciones inciertas, deben reconocerse atendiendo al principio de prudencia.”

A su vez, el principio de la Prudencia expuso: “(…) Cuando existan diferentes posibilidades para reconocer y revelar de manera confiable un hecho, se debe optar por la alternativa que tenga menos probabilidades de sobreestimar los activos y los ingresos (…). En notas a los estados, informes y reportes contables, se justificará la decisión tomada y se cuantificarán los procedimientos alternativos, con el posible impacto financiero, económico, fiscal y ambiental en los mismos”. 

No obstante, el CSJ no cuenta con metodología o directriz para determinar: “la certeza del derecho de cobro, a partir de la posibilidad y recaudo del mismo” como lo define su Circular, necesaria para el correcto registro de los intereses de mora sobre las multas.

Esta situación se debe a falta de gestión de la Oficina de Cobro Coactivo para reglamentar la Circular en mención. Esto genera una incertidumbre en las cuentas 140103 Deudores –Intereses por $6.385.004 millones.

Resultados Punto de Control Seccional Medellín 

Hallazgo No. 67.  Soportes de prescripción cobro coactivo

El artículo 817 del Estatuto Tributario, término de prescripción de la acción “modificado por el artículo 86 de la Ley 788 de 2002” dice: La acción de cobro de las obligaciones fiscales, prescribe en el término de cinco (5) años.

Sin embargo, en el examen realizado a la cuenta Deudores del Balance General a diciembre 31 de 2014, se constató que los procesos de cobro coactivo afectados por prescripción por valor de $1.154.702 millones que equivalen a 234 procesos, están pendientes por expedir Resolución de prescripción y fueron registrados parcialmente en las cuentas de orden deudora 8315-Activos Retirados -Deudores por $541.129 millones, situación presentada por deficiencias de gestión y control, ocasionando inconsistencias en la información contable. 

Hallazgo No. 68.  Depósitos Judiciales 

La Ley 66 de 1993 “Por la cual se reglamenta el manejo y aprovechamiento de los depósitos judiciales y se dictan otras disposiciones” en su artículo 07 establece: “El Consejo Superior de la Judicatura ejercerá el debido control sobre las autoridades judiciales con el fin de que se constituyan y decreten en debida forma los depósitos judiciales, multas y demás recursos a que se refiere la presente Ley, y asimismo, para que se realicen las consignaciones correspondientes”. Sin embargo se observaron deficiencias respecto de la administración de los depósitos judiciales así:

· A pesar de haberse cobrado sin el lleno de los requisitos los depósitos judiciales por valor de $216.2 millones, la Rama Judicial no ha realizado la reclamación ante la aseguradora haciendo efectiva la póliza de manejo global Nº1003992 como lo establece el artículo 1077 del Código de Comercio evidenciando falta de gestión para probar la ocurrencia del hecho, con el riesgo de prescripción de la reclamación por parte de la Rama Judicial.

· En el Juzgado 1 Civil del Circuito del Municipio de Envigado, a pesar de que el Banco Agrario realizó el reintegro de $8,6 millones correspondiente a los Títulos Nº153918 y 155598 por valor de $4,6 millones y $4 millones respectivamente, no ha realizado la depuración de las partidas conciliatorias de la cuenta Nº052662031001 con los libros contables, situación que se presenta por falta de control y monitoreo.
· En el análisis de las conciliaciones bancarias y demás documentos correspondientes al Juzgado 2 Promiscuo Municipal de La Estrella, se evidencia diferencias en los años 2011 y 2013 por $74 millones, entre los saldos de las conciliaciones bancarias y los saldos contables. 

· El Consejo Superior de la Judicatura no ha establecido procedimientos para que cada Seccional lleve el control de los depósitos judiciales de tal forma que los estados financieros de la Seccional, en la cuenta 4808 “Títulos prescritos” (Depósitos Judiciales) no refleja el registro de los Títulos prescritos durante dicho periodo por valor de $995.5 millones, discriminado en prescripción por el Acuerdo 115 de 2001 por $488.5 millones y Prescripción de Títulos en situación especial $507 millones. 

· En la cuenta 9306 “Bienes recibidos en custodia”, no se efectuaron movimientos durante dicho periodo por valor de $22 millones por concepto de Títulos recibidos en custodia.

Estas deficiencias se generan en falta de gestión, control y monitoreo, lo que ocasiona riesgo de pérdida de los recursos administrados.

Resultado Punto de Control Seccional Cali 

Hallazgo No. 69.  Legalización de Bienes 

Los procedimientos estipulados en el Régimen de Contabilidad Pública y la norma técnica de propiedades, planta y equipo definida en el numeral 2.9.1.1.5 del Plan General de Contabilidad Pública establece: “165 Noción. las propiedades, planta y equipo comprenden los bienes tangibles de propiedades  de la entidad contable pública y los recibidos de terceros para el uso permanente y sin contraprestación, que se utilizan para la producción y comercialización de  bienes y la prestación de servicios …….” y lo expresado en el numeral 3.13 “Homologación de las cuentas de activos entregados sin contraprestación y registrados en la cuenta de bienes entregados a terceros” de la Carta Circular 72 de diciembre de 2006 de la Contaduría General de la Nación, referente a la contabilización de los bienes entregados en comodato.

A partir del 01 de enero de 2007 las entidades contables del gobierno general  que reciban activos para su uso permanente y sin contraprestación, de otros entes públicos del gobierno general, deben incorporarlos como propiedades, planta y equipo, en la subcuenta que corresponda. En consecuencia, las entidades públicas que entregan estos activos deben eliminarlos de las propiedades, planta y equipo donde se encuentran registrados.

Contrario a lo anterior se evidenció a diciembre 31 de 2014 inmuebles en comodato de propiedad de los municipios de la Cumbre, el Cairo, Guacari, la Victoria y Versalles que se encuentran prestando  servicio al CSJ, sin legalizar, lo que afecta el saldo de las edificaciones a diciembre 31 de 2014 por no encontrarse incorporados en esta cuenta.

De otro lado se evidencian vehículos que se encuentran en trámite de traslado entre el Departamento del Valle a la Dirección Seccional, los cuales han sido devueltos por la Secretaria de Transito, toda vez que inicialmente el acta de entrega quedó a nombre de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración; Los vehículos son: Vehículo de placas ONH 150, ubicado en el Tribunal Superior de Buga, registrado en libros por cuantía de $17.6 millones y Vehículo de placas ONH 485 asignado a la Sala Disciplinaria de Cali, registrado en libros por 14.5 millones.

Los bienes  no legalizados, afectan la integralidad y consistencia de la información por el periodo terminado al 31 de diciembre de 2014, generado por incumplimiento en la norma de las entidades comodantes y el CSJ, relacionado con los procedimientos establecidos en el Plan General de Contabilidad Pública, referente a las normas técnicas e instrucciones impartidas por la Contaduría General de la Nación para las propiedades, planta y equipo.

Hallazgo No. 70.  Depuración Cuentas por Cobrar y saldos de Capital Fiscal

El numeral 3.1. de la Contaduría General de la Nación establece para la Depuración contable permanente y sostenibilidad: “Las entidades contables públicas cuya información contable no refleje su realidad financiera, económica, social y ambiental, deben adelantar todas las veces que sea necesario las gestiones administrativas para depurar las cifras y demás datos contenidos en los estados, informes y reportes contables, de tal forma que estos cumplan las características cualitativas de confiabilidad, relevancia y comprensibilidad de que trata el marco conceptual del Plan General de Contabilidad Pública”. No obstante a 31 de diciembre de 2014:

· La cuenta 3105 Capital Fiscal, de la Seccional Valle, refleja un saldo de $519.312 millones, comprobando que esta no ha sido depurada y conciliada en su totalidad por el Nivel Nacional y la Seccional. 

· La Seccional presenta un saldo de cartera no depurado por $2.108.8 millones, correspondiente al pago de las incapacidades a cargo de las EPSs, debido a la falta de efectividad en las acciones asumidas por el CSJ para lograr que la información sea conciliada con estas entidades. 

Estas situaciones se deben a deficiencias de control interno contable que le resta confiabilidad a la información contable.
Resultado Punto de Control Seccional Villavicencio

Hallazgo No. 71.  Control en Prescripciones 

La Resolución 357 de 2008 Por la cual se adopta el procedimiento de control interno contable y de reporte del informe anual de evaluación a la Contaduría General de la Nación en el numeral 3.1, prescribe: “Depuración contable permanente y sostenibilidad. Las entidades contables públicas cuya información  contable no refleje su realidad financiera, económica,  social y ambiental, deben adelantar todas las veces que sea necesario las gestiones administrativas para depurar las cifras y demás datos contenidos en los estados, informes y reportes contables (….)”
Se observan deficiencias en las bases de datos y certificaciones de cobro coactivo que se detectan al momento de reconocer la prescripción de los procesos, como en los siguientes casos:
· El valor certificado por coactiva difiere del total registrado en la correspondiente base de datos de prescritos. La Resolución 095 de 25 de junio de 2014 declaró la prescripción de 104 procesos, de los cuales solo 99 se identifican en la Base de datos de procesos activos y cuatro de ellos no presentan valores de multas, intereses y costas.  Adicionalmente se encuentra una diferencia de $16.134.6 millones entre el valor certificado por coactiva y la base de datos respectiva.

Cuadro No. 14. Diferencias Resolución 095 de 2014 

                                                                               (Cifras en millones de pesos)

	Concepto
	S/N BD
	Certificados por coactiva – sept 2014
	Diferencia

	Multas
	24.423,9
	22.286,1
	2.137,8

	Intereses y Costas
	37.152,5
	23.155,7
	13.996,8

	 
	61.576,4
	45.441,8
	16.134,6



   Fuente: Base de datos de Procesos de Cobro Coactivo y Certificados de Cobro Coactivo a junio de 2014

· En cuanto a la Resolución 160 del 23 de septiembre de 2014 mediante la cual se declara la prescripción de 60 procesos, en la base de datos se identifican 59 y se observa una diferencia de $7.3 millones entre el certificado por coactiva y la base de datos respectiva.

Cuadro No. 15. Diferencias Resolución 160 de 2014
                                                                        
              (Cifras en millones de pesos)

	Concepto
	S/N BD
	Certificados por coactiva – sept 2014
	Diferencia

	Multas
	49.243,7
	49.237,1
	6,6

	Intereses y Costas
	71.884,1
	71.883,3
	0,7

	 Total
	121.127,8
	121.120,4
	7,3


Fuente: Base de datos de Procesos de Cobro Coactivo y Certificados de Cobro Coactivo a septiembre de 2014.

El cuadro 15 refleja las inconsistencias de la información de cobro coactivo, que conlleva a la realización de ajustes frecuentes a los registros contables, justificados en errores en la certificación de cobro coactivo o en las bases de datos respectivas y que se reflejan en la diversidad de cifras reportadas por la entidad para el valor de las multas e intereses, evidenciando falta de seguimiento y control permanente a las bases de datos, que no permiten detectar oportunamente las inconsistencias.  
A 31 de diciembre de 2014, no estaban registrados en la cuenta de orden 8315- Activos retirados – deudores, para llevar el control de 138 procesos con valor de $62.052,6 millones, y que el 14 de enero de 2015, a través de las Resoluciones No. 03, 04 y 05, se declaran terminados, debido a que transcurrido más de cinco (5) años desde la ejecutoria de las sentencias que imponían las multas y no se logró ejecutar la obligación o la notificación del mandamiento ejecutivo, operando el fenómeno jurídico de la prescripción de la acción de cobro coactivo. Este valor no representa sub o sobrestimación por ser cuenta de orden.
Hallazgo No. 72.  Reporte de Cobro Coactivo

El artículo 05 del Acuerdo PSAA07-3927 de 2007 del Consejo Superior de la Judicatura, determina los Criterios para clasificación de cartera:  “Para la clasificación de la cartera a favor de la Nación – Consejo Superior de la Judicatura, sujeta al procedimiento de cobro coactivo, serán tenidos en cuenta criterios referentes a la naturaleza y al monto de la obligación, antigüedad y las condiciones de solvencia o insolvencia del deudor, de conformidad con los parámetros establecidos en el proceso de depuración contable que para el efecto determine la Dirección ejecutiva de Administración Judicial” . 

No obstante, no se clasifica la cartera a favor de la Nación – CSJ, sujeta al proceso de cobro coactivo, situación que limita el seguimiento mensual de su  evolución, tanto en el monto global como a los grupos que podrían identificarse para orientar la gestión de cartera.

Adicional, la Dirección Administrativa Seccional de Villavicencio presenta deficiencias en el manejo de la información de la cartera sujeta a procedimiento de cobro coactivo, así:

· En el diligenciamiento del formato "Certificado del Resumen Movimiento Mensual de Cobro Coactivo", es así como se encuentran dos formatos para el mes de julio con cifras diferentes y ambos  con firmas de quien elaboró, aprobó y contabilizó, igual situación se presenta para el mes de agosto. De otra parte, el saldo inicial del mes de septiembre es diferente del saldo final del mes de agosto. 
· Se observa que las anteriores certificaciones aparecen firmadas por los responsables pero en estas no se hace ninguna anotación que permita determinar cuál es la definitiva, la Certificación tampoco se diligencia en su totalidad, dejando en blanco el punto II “Cobro Coactivo afectado por prescripción pendiente de expedir resolución de Prescripción”.

· Existen registros que presentan inconsistencias y/o información incompleta como falta de identificación del deudor, la base de datos de coactiva no registra la totalidad de los procesos, hecho que se evidencia al momento de reconocer la prescripción de procesos que se encuentran en el archivo físico de la Oficina de Cobro Coactivo, pero no en la Base de Datos de procesos activos por tanto al prescribir no se hace movimiento contable.

Hallazgo No. 73.  Control de Elementos Devolutivos

De conformidad con los artículos 209 y 269 de la Constitución Política de Colombia, en las entidades públicas las autoridades correspondientes están obligadas a diseñar y aplicar métodos de control interno de conformidad con la Ley.

La Ley 87 de 1993 establece que el ejercicio de control interno es responsabilidad de las entidades de la administración, para lo cual debe disponer de mecanismos propios de verificación, evaluación y adopción de normas para la protección y utilización racional de los recursos físicos. (Artículo 4°).

Respecto al manejo de los elementos devolutivos de propiedad de la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, se evidenciaron las siguientes situaciones:

a.   Almacenamiento de elementos devolutivos.  La Dirección de Administración Judicial Seccional Villavicencio – CSJ, no cuenta con una bodega o área adecuada para el almacenamiento de los  bienes devolutivos nuevos, devolutivos reintegrados en buen estado y bienes reintegrados para baja.  El espacio físico utilizado para los elementos mencionados no es suficiente ni cuenta con las características y condiciones adecuadas para el almacenamiento de los mismos, mezclándose los diferentes tipos de elementos.

b.  Software de Almacén.  El módulo de Almacén no se encuentra integrado con el módulo o aplicativo de nómina que maneja la Seccional y no se alimenta con todas las novedades respecto a retiros o traslados  de personal, ni se realiza conciliaciones oportunas, situación que genera inconsistencia entre la información reportada por el aplicativo y la situación real de la entidad. 

Igualmente, se observó que el software mencionado presenta inconsistencias debido a que permite hacer descargas de algunos elementos que no existen físicamente, registrando saldos negativos en la existencia y/o valores de los mismos.  

Para 2015 la sección de Almacén está implementando un nuevo software denominado “SICOF”, con el cual la administración espera llevar un control adecuado sobre los elementos que reposan en el área del almacén.

c.  Responsable de inventarios.   Realizada la  verificación del personal a cargo de los elementos devolutivos en la base de datos de la Seccional Villavicencio, se observó que existen 949 personas con elementos a cargo en el inventario, de las cuales 242  a la fecha no son funcionarios de la Entidad.  Esta situación evidencia desactualización en la información al interior, deficiencias en los mecanismos de control respecto al reintegro de los elementos devolutivos  a cargo de funcionarios que son trasladados o retirados de la entidad y genera riesgo de pérdida de los mismos.
2.1.5.  Evaluación del Sistema de Control Interno


Como resultado de la auditoría realizada y aplicando la matriz establecida en la Guía de Auditoría, la calificación de control interno del nivel central arrojó una calificación de 1,88 y el consolidado con los puntos de control, fue de 1,58, ambas calificaciones ubican el control interno del Consejo Superior de la Judicatura, “Con deficiencias”. Para efecto de la evaluación de la Gestión y Resultados esta calificación es de 70.3”.  
Las calificaciones de control interno y gestión están soportadas en los hallazgos presentados en este informe, de los cuales se destacan debilidades que se describen a continuación:

· Los datos estadísticos suministrados por la UDAE no son coherentes con los demás informes que elabora la entidad.

· Hay debilidades en la programación y planificación de los recursos de descongestión.

· El Plan de Acción no se ejecutó en los tiempos establecidos ni en los porcentajes esperados de las metas.
· Los planes de inversión sufren retrasos en aprobación y asignación de recursos, además de la multiplicidad de los mismos cuando se debe elaborar uno estructurado.
· Los sistemas de información de la Entidad presenten inconsistencias o debilidades en los insumos que los alimentan.

· Algunos aplicativos y sistemas de información no contribuyen a mejorar la eficiencia de los procesos y por el contrario generen duplicidad de trabajo.

· El presupuesto de inversión no se ejecutó en los tiempos programados y valor de asignaciones.
· Falta de control a los vencimientos de términos y de oportunidad en las actuaciones legales para ejercer la gestión de cobro coactivo.
· Obligaciones pendientes por registrar con generación de presupuesto para vigencias expiradas.
· Bienes y servicios adquiridos que no se reciben dentro de los términos, condiciones y precios pactados afectando el desarrollo de los proyectos.

· Avances físicos y presupuestal que no corresponden a los de la ejecución del contrato

· Los indicadores formulados para la revisión de avances no sean usados ni se efectúen seguimientos a los mismos

· Falta de celeridad en el desarrollo de las obras tendientes a cumplir la política Modernización de la Infraestructura Física

· Deficiencias de coordinación entre el Nivel central y las direcciones seccionales frente a la recepción de elementos contratados y los Contratos de alquiler de equipos.

· Falta de capacitación en el uso de los software adquiridos o desarrollados por la entidad.

· Carencia de una política institucional ambiental para la disposición final de aparatos eléctricos y electrónicos y residuos peligrosos.

· Falta de inventarios físicos y deficiente control a los equipos de cómputo tanto en uso como retirados del servicio.
Resultados punto de control - Seccional Medellín

Hallazgo No. 74. Baja de Bienes (D) 
El artículo segundo del Acuerdo Nº 200 de 1996, por el cual se adopta el Manual de Procedimientos administrativos y mecanismos contables para la baja de bienes muebles de propiedad de la Rama Judicial de la Sala administrativa del Consejo Superior de la judicatura define: “La baja es el procedimiento contable de afectación de los inventarios de activos de la Rama Judicial, por razón de su pérdida, merma, deterioro, obsolescencia o sustitución”. 
Se constató que existen 5.125 bienes inservibles y obsoletos por valor de $2.886,8 millones, a los cuales no se les ha iniciado ningún proceso de baja, situaciones evidenciadas por la Auditoría Interna de la Dirección Seccional y la Contraloría General de la Republica. Debido al incumplimiento de los procedimientos administrativos y contables de baja de bienes que genera costos de almacenamiento y bodegaje de dichos elementos. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria
Hallazgo No. 75. Inventario  devolutivos Salas Sistema Penal 

La Circular DEAJC 14-47 de abril 09 de 2014, emitida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, referida a la “Actualización de inventarios en bodega e individuales” establece que la Dirección Seccional debe: “Efectuar un inventario físico de los bienes en bodega, que permita tener saldos reales y conciliados con los registros contables y Realizar una jornada de validación o toma física de inventarios individuales”, que permitan subsanar las debilidades detectadas en la administración de activos.

Sin embargo, en la Seccional Medellín, el proceso de asignación de inventarios se está realizando sin el procedimiento establecido, por cuanto se cargan a una sola persona elementos devolutivos de salas de audiencias, los cuales carecen de placa de inventario y no tienen control de los diferentes usuarios ni de la ubicación de ellos, sumado a la alta rotación y movilidad del personal  en las diferentes dependencias y juzgados de la Seccional. Esto por deficiencias en el proceso de asignación de centros de costos en almacén e inventario, lo que no garantiza la adecuada administración y custodia de los mismos. 

Hallazgo No. 76. Manejo de Inventarios 

La Ley 270 de 1996, artículo 103, numeral 2, le asigna como función y responsabilidad de los Directores Seccionales: “Administrar los bienes y recursos destinados para el funcionamiento de la Rama Judicial y responder por su correcta aplicación o utilización”, en el mismo sentido la Circular DEAJC 14-47 de abril 09 de 2014, emitida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, referida a la “Actualización de inventarios en bodega e individuales” establece que: “La administración de activos es una actividad básica en la gestión de los recursos públicos y que por mandato constitucional debe estar siempre orientada al cumplimiento de los fines del Estado dentro de los principios de la función pública”.

En la verificación del objeto del Contrato No. 205 de 2013, suscrito por el Nivel Central, se evidenció que no obstante existir los comprobantes de Ingreso a la Seccional, enviados por el Nivel Central, de fechas 17 de julio, 21 de octubre y 28 de noviembre de 2014, la Dirección Seccional solo realizó los ingresos en marzo del 2015. Dichos elementos no están identificados con placa de inventario, y en consecuencia no es posible individualizar el inventario a cargo de los funcionarios. Situación que ha sido reiterativa en esta Seccional. Esta situación evidencia falta de efectividad en las acciones de mejoramiento propuestas en lo referente a la administración de activos y se da por deficiencias en la gestión administrativa, que puede ocasionar subutilización o uso indebido de los activos asignados a la Entidad para el cumplimiento de sus funciones además de exponer a riesgo la inversión de los recursos públicos en su adquisición. 

Hallazgo No. 77. Indicador Talento Humano-Salud Ocupacional 

La ficha técnica de “Gestión de Riesgos Salud Ocupacional”, del área de Talento Humano cuyo objetivo es llevar y mantener a nivel moderado los riesgos ocupacionales en la Rama Judicial, interviniendo de manera preventiva y generando acciones correctivas con el fin de disminuir la valoración de las condiciones inseguras, presentó un cumplimiento del 66.67% durante el primer semestre de 2014, que lo ubica en rango crítico en el tablero de controles. 

Hallazgo No. 78. Identificación y registro de elementos devolutivos (D)

La Resolución 119 de 2006 de la CGN, en su aparte del modelo estándar para la sostenibilidad de los sistemas contables establece en su numeral 2.1.2. Individualización de bienes, derechos y obligaciones: “Los bienes, derechos y obligaciones de las entidades deberán identificarse de manera individual, bien sea por las áreas contables o en bases de datos administradas por otras dependencias”. 
El artículo 2 de la Ley 87 de 1993 contempla: “Objetivos del sistema de control interno. Atendiendo los principios constitucionales que debe caracterizar la administración pública, el diseño y el desarrollo del Sistema de Control Interno se orientará al logro de los siguientes objetivos fundamentales: a) Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten y e) Asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”. 

En visita efectuada a los Despachos Judiciales y a Salas de Audiencia de la Dirección de Administración Judicial Seccional de Medellín, con el propósito de constatar la ejecución de los Contratos 197, 198 y 207 de 2013, suscritos por el Nivel Central, para verificar el ingreso, existencia, uso y administración de los bienes devolutivos adquiridos, se evidenció:

· Bienes devolutivos sin placa de inventario, que permita la ubicación e individualización de los mismos y  en el sistema SICOF, que empezó su utilización a partir de marzo de 2015, no se encuentran los seriales respectivos.

· Traspaso de bienes entre los Despachos Judiciales, sin la actualización oportuna de su ubicación y responsable de la tenencia. 

· Registros de inventario en el sistema SICOF, diferentes al inventario físico de las salas de audiencia. Por cuanto a pesar de que se ingresaron al 100% en la base de datos, faltan seriales, la descripción de la ubicación no es la dependencia a la cual pertenece y  las placas de los elementos y sus accesorios son diferentes.

· En varias salas de audiencia hay elementos sin rack, también se dejan encendidos los equipos de audio y video en salas de audiencia permanentemente, en otras, estos elementos están mal ubicados, puesto que se encuentran debajo de los escritorios de los secretarios u obstaculizando el paso hacia el estrado judicial.

Las anteriores situaciones evidencian debilidades en los mecanismos de control y seguimiento en el manejo de los bienes muebles en uso que poseen los Despachos Judiciales y salas de audiencia. Lo que afecta la confiabilidad y consistencia de la información y no garantiza el control, mantenimiento y custodia de los elementos. Este hallazgo tiene una presunta connotación disciplinaria.

Hallazgo No. 79. Elaboración de Actas 

El Sistema de Gestión de Calidad implementado en la Dirección Seccional de Administración Judicial de Medellín, tiene establecido el formato de Acta de Reunión código F-ECI-08, versión 01. No obstante, se evidenciaron deficiencias en la elaboración de las Actas del Comité de Planeación y de Calidad, cuyos formatos son modificados, parcialmente diligenciados, sin firma de elaboración y revisión, sin  fecha de aprobación, con numeración consecutiva interrumpida o repetida y con enmendaduras. Lo anterior, debido a deficiencias de control, seguimiento y monitoreo en el proceso de calidad, que no genera cultura del mejoramiento continuo en los procesos ejecutados. 

Hallazgo No. 80. Sistema Integrado de Gestión y Control de Calidad y Medio Ambiente-SIGMA

Mediante Acuerdos 10160 y 10161 de junio de 2014 expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, se adopta el Plan de Gestión Ambiental de la Rama Judicial, se actualiza el Sistema Integrado de Gestión y Control de la Calidad y se establece el Sistema Integrado de Gestión  y Control de la Calidad y el Medio Ambiente, denominado SIGMA. Esta modificación y alcance del Sistema de Gestión de Calidad de la Rama Judicial, permite integrar los sistemas de gestión de calidad, MECI y ambiental. 

A marzo de 2014, la página web no ha sido actualizada con los cambios introducidos en el sistema de calidad SIGMA, que establece variaciones en la estructura, roles y responsabilidades en el alcance Nacional y Seccional de la Rama Judicial. Lo anterior, debido a deficiencias de control en la implementación y falta de actualización de los procesos, que permita la integración normativa con las prácticas de calidad de los procesos ejecutados por la Seccional. 

Hallazgo No. 81. Conformación expedientes o carpetas contractuales 
De acuerdo con el artículo 46 Titulo XI de la Ley 594 de 2000, los archivos de la Administración Pública deberán implementar un sistema integrado de conservación en cada una de las fases del ciclo vital de los documentos. 

De acuerdo con el Anexo 1, del Manual de Contratación, en la Dirección Seccional, la responsabilidad en la Etapa Precontractual, de “Estructurar carpetas de las fases de: Planeación, Selección y Oferta Seleccionada y remitir a la División de Contratos, es del Coordinador o Responsable Administrativo. En la Etapa Contractual-Ejecución y Liquidación, la responsabilidad de “Estructurar cuentas con: factura o cuenta de cobro contratista, informe de ejecución, recomendación de pago según avance de ejecución y soportes administrativos y legales de cuenta. Radicar en Unidad de Presupuesto” corresponde a los Supervisores y/o interventores y el “Cierre del Expediente Contractual” al Coordinador o Responsable Administrativo.

En el proceso contractual, se conforman carpetas independientes de cada una de las fases del proceso. Por tanto los expedientes contractuales, no integran las etapas de planeación, precontractual y de ejecución, presentándose deficiencias en  la gestión documental por cuanto la conformación de carpetas se encuentran distribuidas en diferentes dependencias, además de las deficiencias detectadas  en la documentación soporte de la actividad contractual, tales como: actos administrativos sin firma (Contratos 023 y 188), lista de chequeo o tabla documental parcialmente diligenciadas y sin identificación de folio y carpetas que sobrepasan los 200 folios.

Lo anterior, por deficiencias de control interno en el proceso contractual, que no garantiza calidad y conservación de la documentación soporte.
Resultados punto de control  - Seccional Valle

Hallazgo No. 82. Equipos almacenados en la bodega del almacén

La Ley 489 de 1998 “Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política (…)”, en su artículo 03, establece los principios de la función administrativa. 

Durante visita a bodega del Almacén de la Seccional, se encontraron almacenados 37 computadores PC-SMART Modelo GOBAF800, 3 escáner cama plana Epson DC700 del Contrato 207 de 2013, Prorroga 2 y 16 impresoras marca HP del Contrato 163 de 2013. Según reporte generado por el aplicativo que administra el inventario del almacén de la seccional, los bienes ingresaron el 20 de junio de 2014 y 19 de febrero de 2014 respetivamente. A la fecha de finalización de la auditoría, no habían sido instalados, ni puestos en funcionamiento. 

Lo anterior debido al retraso en las adecuaciones, de las salas de audiencia de la Torre A del edificio del Palacio de Justicia, por parte de la Unidad de Infraestructura del nivel central, lo que puede generar deterioro y obsolescencia de los equipos de cómputo en contravía de los principios constitucionales, celeridad, economía, eficacia, eficiencia, y responsabilidad.
Resultado punto de control - Seccional Villavicencio

Hallazgo No. 83. Actualización de Inventarios 

El literal a) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993 establece dentro de los objetivos del sistema de control interno “a) Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten”. Para lo cual debe disponer de mecanismos propios de verificación, evaluación y adopción de normas para la protección y utilización de los recursos físicos. 

En la revisión hecha, al confirmar los saldos de los elementos de propiedad de la entidad, para el proceso de implementación del nuevo aplicativo de almacén  -SICOF, a 31 de diciembre de 2014, se evidenció en el reporte de almacén 29.845 elementos devolutivos por valor total de $9.605.5 millones, valor inferior al registrado en Contabilidad. Esta situación muestra inconsistencias en los inventarios de elementos devolutivos.

Situación debida a que algunos elementos fueron retirados de la bodega sin los respectivos soportes o registros de salida, y la Dirección Seccional no tiene información actualizada respecto a la ubicación, responsable y estado de los elementos, lo cual genera riesgo de pérdida de los bienes de la Entidad.

Hallazgo No. 84. Mecanismos de control interno proceso contractual 

El literal e del artículo 2 de la Ley 87 de 1993 establece que el diseño y desarrollo del Sistema de Control Interno en las entidades públicas se orienta al logro, entre otros objetivos “e) Asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”.  

Verificados los contratos de la muestra seleccionada se observaron las siguientes situaciones que evidencian deficiencias en los mecanismos de control interno establecidos para el proceso de adquisición de bienes y servicios, así:

a. Pago factura de venta.  En el Contrato 012 de 2014 el contratista presentó factura de venta No. 001713 del 09-09-2014, por concepto de arrendamiento de 50 equipos de cómputo por valor de $3 millones. Al momento de obligar el pago de la factura mencionada, mediante orden de pago presupuestal No. 236015914 se le canceló un total de $10 millones, es decir,  se pagó de más la suma de $7 millones.  No obstante que el mayor valor pagado se descontó de los pagos  de los meses siguientes, y que el contratista reintegró a la cuenta de la Dirección Seccional de Administración Judicial, el remanente, por $2.6 millones, se evidencia deficiencias en los mecanismos de control por parte de la entidad, generándose riesgo de pérdida de recursos.

b.  Consistencia fechas actas de terminación y de liquidación. En el Contrato No.020, suscrito el 18 de marzo de 2014, se observaron inconsistencias en los documentos tales como:   el acta de inicio del 25 de marzo de 2014, no cuenta con  la firma del contratista y las actas de terminación y liquidación tienen fecha del 08 de abril de 2014. sin embargo, se evidencian actas de entrega de equipos de aire acondicionado del 15 de julio de 2014. la orden de pago No. 204946614 mencionada en el acta de liquidación tiene fecha del 25-08-2014. 

Igualmente, en el  acta de inicio del contrato de obra No. 054  del 31 de octubre de 2014, se  registran fechas que no corresponden a la vigencia de la ejecución, ni al contrato.  Estas situaciones evidencian deficiencias en los mecanismos de control por parte de la supervisión.

c.   Actualización certificado de tradición y libertad.  A pesar que el artículo 72 de la Ley 1579 de 2012 establece “VIGENCIA DEL CERTIFICADO. En virtud de que los certificados de tradición y libertad sobre la situación jurídica de los inmuebles, se expiden en tiempo real respecto de la fecha y hora de su solicitud, su vigencia se limita a una y otra”. En el contrato No. 072  de 2014, con el objeto de tomar a título de arrendamiento un inmueble, se observó que el Certificado de Tradición y Libertad del mismo fue expedido dos (2) años antes de la suscripción del contrato, lo cual genera riesgo para el cumplimiento del objeto contractual.  La misma situación se observó en el contrato 068-2014.
3.
SEGUIMIENTO A PLAN DE MEJORAMIENTO



El numeral 3 del artículo 6 de la Resolución 7350 de 2013 de la CGR, establece: “Plan de Mejoramiento: Es la información que contiene el conjunto de las acciones correctivas y/o preventivas que debe adelantar un sujeto de control fiscal en un período determinado, para dar cumplimiento a la obligación de subsanar y corregir las causas administrativas que dieron origen a los hallazgos identificados por la Contraloría General de la República, como resultado del ejercicio del proceso auditor” y a lo establecido en el Capítulo III - Revisión y resultados del plan de mejoramiento, artículo 23. “Revisión: La Contraloría General de la República, revisará los planes de mejoramiento dentro de los procesos de vigilancia y control” y artículo 24. “Resultados: La Contraloría General de la República incluirá dentro de los informes, los resultados sobre la evaluación de la suscripción y avances de los planes de mejoramiento”.

La auditoría efectuó revisión del cumplimiento de las metas propuestas por la Entidad para subsanar las causas que dieron origen a los hallazgos del Plan de Mejoramiento reportado en el sistema de rendición de cuentas - SIRECI, evidenciándose que a 31 de diciembre de 2014 presentó un cumplimiento del plan de mejoramiento del 64 % y un avance del 73%, de acuerdo al siguiente detalle:
Hallazgos con cumplimiento del 100%

Para los siguientes hallazgos se evidenció su cumplimiento y por ende pueden ser retirados del plan de mejoramiento codificados por SIRECI así: 
Nivel central: Se realizó seguimiento al mismo, en el nivel central y a las seccionales de Ibagué, Cali, Cartagena Neiva y Tunja, para lo cual se cumplieron 95 metas, que corresponden a 75 hallazgos, así:

Hallazgos No: 19, 23 (esp 2008) 
Hallazgos de 2010 No: 24, 25, 30, 41,42 y 45 Hallazgos No: 5, 6,9 y 18/ (esp 11).
Hallazgos de 2011 No: 14, 16, 24, 26, 27, 37, 67, 77, 78, 83, 85, 86, 87, 88, 89 y 102.  
Hallazgos de 2012 No: 2, 8, 9, 10, 11, 14, 28, 31, 34, 35, 36, 37, 38, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 51, 52, 53 y 56/12. 
Hallazgos de 2013: 1, 2, 4, 8, 15, 17, 20, 22, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 46, 48, 49, 50, 51, 52 y 56 (Cgr-cd no. 003/14).
Acciones con vencimiento 2015 que fueron cumplidas: Hallazgo No. 89/ (07/11) y Hallazgos No 24/10 y 25/10

Seccional Cali: Los hallazgos codificados por SIRECI así: 1404001, 1404006, 1405001, 1404010, 1103002, 1401100, 1404003, 1402006, 1401003, 1404002, 1401005, 1401007, 1404004, 1902001, 1905001 y 1101002 fueron cumplidos y pueden ser retirados del plan de mejoramiento.

Hallazgos con cumplimiento parcial, incumplimiento o inefectivos
Los hallazgos con cumplimiento parcial, incumplimiento o inefectivos, se deben completar las acciones y/o reorientar las mismas para lograr la efectividad de las gestiones y solucionar las causas que generaron los hallazgos, por ende continúan en el Plan de Mejoramiento. 
Nivel central: Del nivel central y las seccionales Ibagué, Cali, Cartagena Neiva y Tunja quedan 71 hallazgos con 91 metas pendientes por cumplir en su totalidad, así:

Hallazgo de 2010: No°5. Hallazgos No: 64 y 65 / (07/11). 
Hallazgos No: 4, 6, 11,12 y 14/(ESP 11). 
Hallazgos de 2011 No: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 21.  
Hallazgos de 2012, No: 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 25, 27, 32, 37, 47, 53 y 55. 
Hallazgos de 2012 No: 1, 2, 6, 12, 13, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 22, 23 y 53. (CGR/CDNo.003/14) 
Hallazgo No: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 (CGR-CDDJSDES No. 019/14).
Hallazgo No: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 (CGR-CD No. 025/14).
La seccional Barranquilla no aportó las evidencias para efectuar el seguimiento al Plan de mejoramiento, por ende estos hallazgos deben continuar en el Plan de Mejoramiento para su cumplimiento.
Seccional Cali: Hallazgos 1404004 y 1905001 en los cuales a pesar de la Entidad realiza acciones, se siguen presentando las mismas debilidades o hallazgos con similares situaciones. 

Hallazgos con vencimiento posterior al 31 de diciembre de 2014
Las acciones de los hallazgos con fechas de cumplimiento posterior al 31 de diciembre de 2014 (fecha de corte de esta revisión), deben continuar y serán objeto de verificación para el siguiente proceso de vigilancia y control.
4. TRAMITE DE DENUNCIAS
Durante la presente auditoría se atendió la denuncia Código SIPAR 2015-77687-82111-D –CSJ, relacionada con presuntas irregularidades por parte del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, por la ubicación de los juzgados Penales Municipales con funciones de conocimiento, destacando que no se cuenta con suficientes salas de audiencia que permitan la buena prestación del servicio de administrar justicia. De otra parte, resalta la falta de planeación en la programación de los traslados que implicó entorpecimiento en la realización de las audiencias de algunos juzgados, así como falta de diligencia en las gestiones atinentes, pues se evidenciaron en principio traslado de los juzgados con función de control de garantías a una sede (de septiembre a diciembre de 2014), para que posteriormente fueran devueltos al lugar de origen, lo que atentó contra el patrimonio público por los gastos de mudanza que debieron erogarse.

Se evidencia que la entidad ha adelantado las acciones pertinentes para adecuar y poner en funcionamiento las instalaciones físicas de los despachos judiciales en cumplimiento a las decisiones tomadas para la transformación de juzgados penales municipales al sistema penal acusatorio, sin que se evidencie detrimento al patrimonio público en la medida que los gastos generados han correspondido a los mantenimientos menores y adecuaciones de infraestructura de espacios y en este sentido se emitirá respuesta al denunciante.
5.
ANEXOS













Anexo 1. Estados Financieros CSJ Certificados
[image: image10.emf]
� Modificada parcialmente por el Decreto 2573 de 2014, de 12 de diciembre 12. “Por el cual se establecen los lineamientos generales de la Estrategia de Gobierno en línea, se reglamenta parcialmente la Ley 1341 de 2009 (…).


� (…) su ordenamiento general, el régimen de competencia, la protección al usuario, así como lo concerniente a la cobertura, la calidad del servicio, la promoción de la inversión en el sector y el desarrollo de estas tecnologías y el uso eficiente de las redes, así como las potestades del Estado en relación con la planeación, la gestión, la administración adecuada y eficiente de los recursos, regulación, control y vigilancia del mismo y facilitando el libre acceso.


� Anexo Técnico – Características ampliadas: SNMP/Web, Tarjeta SNMP


� Anexo Técnico - Software: Incluir Software de Gestión, Monitoreo en tiempo real, control y configuración de la UPS desde un PC y a través de la red LAN que permita cierre de Aplicaciones, que sea compatible con Windows 7 (32 y 64 bit), XP, Vista (32 y 64 bit), Windows Server 2003 (32 y 64 bit) y Windows Server 2008 (32 y 64 bit)


� La afectación del aislamiento electrostático de la UPS representa un riesgo de transferencia eléctrica tanto hacia una persona u objeto que tengan contacto directo con el área donde se dañó la pintura. El impacto aumenta significativamente si se tiene en cuenta que la carga manejada por la UPS es de 80 KVA y además es trifásica. Los daños en la pintura electrostática también afectan la protección anticorrosiva y contra la humedad que incorpora el equipo.


� “Por la cual se establecen los lineamientos para la adopción de una política pública de gestión integral de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE)”


� Por la cual se dictan normas prohibitivas en materia ambiental, referentes a los residuos y desechos peligrosos y se dictan otras disposiciones"


� Por el cual se reglamenta parcialmente la prevención y el manejo de los residuos o desechos peligrosos generados en el marco de la gestión integral.


� Por parte de la Gerencia Departamental del Meta de la Contraloría General de la República


� 50001 12 90 000  2008 00128 00, 50001 12 90 000  2008 00219 00, 50001 12 90 000  2009 00043 00, y 50001 12 90 000  2009 00232 00


� Ley 1066 de 2006 “Por la cual se dictan normas para la normalización de la cartera pública y se dictan otras disposiciones” Artículo. FACULTAD DE COBRO COACTIVO Y PROCEDIMIENTO PARA LAS ENTIDADES PÚBLICAS. Las entidades públicas que de manera permanente tengan a su cargo el ejercicio de las actividades y funciones administrativas o la prestación de servicios del Estado colombiano y que en virtud de estas tengan que recaudar rentas o caudales públicos, del nivel nacional, territorial, incluidos los órganos autónomos y entidades con régimen especial otorgado por la Constitución Política, tienen jurisdicción coactiva para hacer efectivas las obligaciones exigibles a su favor y, para estos efectos, deberán seguir el procedimiento descrito en el Estatuto Tributario. Resaltado nuestro.
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Nivel 

Central 

Seccional 

Medellín

Seccional 

Cali

Seccional 

Villavicencio

Total

Peso presupuestal evaluado45%29%20%6%100%

Calificación Consolidada52,662,090,990,365,3

Control de Gestión20%74,290,189,091,882,8

Procesos Administrativos11,414,217,812,613,6

Indicadores16,023,74,421,916,2

Gestión Presupuestal y Contractual26,631,530,433,629,2

Prestación del Servicio20,220,636,423,723,8

Control de Resultados30%80,294,492,585,087,0

Objetivos Misionales41,547,546,942,544,4

Cumplimiento e Impacto de Políticas Públicas, 

Planes, Programas y Proyectos

38,646,945,642,542,6

Control de Legalidad10%82,083,785,0100,084,2

Control Financiero30%0,00,090,090,00,0

Calidad y eficiencia del Control Interno10%55,973,091,394,570,3
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